PROYECTO DE LEY

El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de ley:

Artículo 1º.- Declárase necesaria la reforma parcial de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires.

Artículo 2º.- Adóptase la modalidad de reforma por la vía de plebiscito con arreglo al artículo 206º, inciso b, de la Constitución de la Provincia.

Artículo 3º.- Se modificarán el título de la Sección Séptima y los artículos 190º, 191º, 192º, 193º, 194º, 195º, 196º y 197º.

Artículo 4º.- Se incorporarán los artículos 190º bis, 191º bis, 191º ter, 191º quater, 193º bis, 193º ter, 194 bis, 196º bis y 197º bis.

Artículo 5º.- La Sección Séptima de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires quedará conformada por el articulado previsto en el Anexo a la presente.

Artículo 6º.- El Poder Ejecutivo convocará al electorado de la Provincia de Buenos Aires para que en oportunidad de los próximos comicios generales se exprese a favor o en contra de la enmienda.

Artículo 7º.- El Poder Ejecutivo dispondrá una amplia difusión del texto de la enmienda sujeta a plebiscito.

Artículo 8º.- Facúltase al Poder Ejecutivo a efectuar en el Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos para el ejercicio vigente las adecuaciones necesarias a fin de garantizar la difusión de la reforma parcial aprobada y convocar a plebiscito.

Artículo 9º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

ANEXO

constitución de la Provincia de Buenos Aires

Seccion Séptima

DEL MUNICIPIO

Capítulo único
Autonomía municipal

Artículo 190.- La Provincia reconoce al Municipio como una comunidad natural dotada de autonomía en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero,  con arreglo a las normas de esta Constitución y a las leyes que en su consecuencia se dicten. 

Extensión territorial

Artículo 190 bis.- Los límites territoriales de cada Municipio serán determinados por la Legislatura.

Organos de gobierno municipal

Artículo 191.- El Gobierno y la administración de los intereses y servicios locales en la Capital y en cada uno de los partidos que conformen la Provincia estará a cargo de una Municipalidad, compuesta de un Departamento Ejecutivo unipersonal y de un Departamento Deliberativo colegiado.

Departamento Ejecutivo

Artículo 191 bis.- El Departamento Ejecutivo será ejercido por un Intendente, elegido por voto directo, que durará cuatro años en sus funciones y podrá ser reelecto.

El Intendente tendrá a su cargo la representación política del gobierno municipal y la administración general del Municipio, pudiendo delegar funciones o disponer su ejecución a través de terceros en las formas y condiciones que la legislación determine.

Departamento Deliberativo

Artículo 191 ter.- La sanción de ordenanzas y el control de la gestión del Departamento Ejecutivo estará a cargo de un Concejo Deliberante, cuyos miembros, elegidos por voto directo, durarán cuatro años en sus funciones, renovándose cada dos años por mitades, y podrán ser reelectos.

El número de integrantes del Concejo Deliberante, que no podrá ser inferior a seis ni superior a veinticuatro, será en cada Municipio el que fije la Legislatura, en atención a la cantidad de habitantes. Los concejales extranjeros no podrán exceder de la tercera parte del número total de los miembros del Concejo Deliberante.

Elección de autoridades municipales

Artículo 191 quater.- El Intendente y los Concejales serán elegidos en la misma elección que se elijan Senadores y Diputados de la Provincia, en la forma que determine la Ley. 

Serán electores los residentes en el Municipio que reúnan las condiciones establecidas por la Ley.


Serán elegibles para el cargo de Intendente los electores mayores de veintitrés años y, para el cargo de Concejal, los mayores de veintiún años. En ambos casos, deberán saber leer y escribir y tener dos años de residencia previa en el distrito, que deberán ser tres en el caso de los extranjeros. 

Las Cartas Orgánicas locales no podrán alterar el régimen electoral y el sistema de asignación de representación que establezca la Legislatura. 

Cartas Orgánicas locales

Artículo 192.- Los Municipios podrán dictar su propia Carta Orgánica, por Convención convocada al efecto.

La Convención estará integrada por el doble del número de Concejales que a cada distrito le corresponde, elegidos por el voto directo de los electores del Municipio.


La convocatoria deberá ser efectuada por Ordenanza sancionada con el voto de dos tercios del total de los integrantes del Departamento Deliberativo. La reforma deberá ser aprobada por el voto de la mayoría de los miembros de cada Convención.
Para ser convencional se requieren las mismas condiciones que para ser concejal.


Las Cartas Orgánicas locales deberán asegurar:

1) El sistema representativo y republicano de gobierno, y la división de poderes en el ámbito municipal, según lo establecido por esta Constitución.

2) Los derechos de iniciativa y consulta popular, siempre que no sea para disponer la derogación o modificación de tributos y sus accesorios.

3) La legalidad y la equidad como principio de la tributación.

4) La existencia de un régimen financiero, presupuestario y contable que asegure el debido control de los ingresos y gastos municipales.

5) El ejercicio del poder de policía en las materias de su competencia.

6) La existencia de un régimen de contrataciones sujeto a procedimientos de selección regidos por los principios de concurrencia, publicidad, igualdad y beneficio al interés público, con adecuados mecanismos de contralor. 

7) El establecimiento de un régimen de empleo público y de responsabilidad de los funcionarios y empleados municipales, de conformidad con los principios establecidos en esta Constitución.

8) La publicidad de los actos de Gobierno y su reseña en la Memoria Anual de la percepción e inversión de las rentas municipales.

Las Cartas Orgánicas podrán prever la creación de Consejos Vecinales Electivos en las localidades que no sean cabecera de partido, los que tendrán las atribuciones y funciones que le establezcan las Cartas y para cuestiones estrictamente locales. Los Consejeros no tendrán remuneración alguna. Durarán en sus funciones y serán elegidos bajo las mismas condiciones que los Concejales por los electores de la localidad.

Competencia municipal

Artículo 193.- Corresponden a la competencia de las Municipalidades, las siguientes atribuciones:

1) Convocar a los electores del distrito para elegir autoridades municipales y consejeros escolares, con quince días de anticipación por lo menos, cuando el Poder Ejecutivo haya dejado transcurrir los términos legales sin hacerlo.

2) Convocar, por intermedio del Departamento Deliberativo, a consulta popular, sin perjuicio de las demás formas de democracia semidirecta establecidas en la Carta Orgánica local o, en su defecto, en la Carta Orgánica de las Municipalidades.

3) Crear, determinar, asignar y percibir los recursos necesarios para solventar los compromisos, gastos e inversiones municipales, con arreglo a lo previsto en el art. 195º.

4) Confeccionar, a iniciativa del Departamento Ejecutivo, y aprobar por el Departamento Deliberativo su Presupuesto de Gastos y Cálculo de Recursos.

5) Administrar y disponer de los bienes que integran el patrimonio municipal.

6) Declarar de utilidad pública y proceder a la expropiación de los bienes que considere necesarios, mediante ordenanza, conforme a los principios de esta Constitución y en el marco de la legislación provincial en la materia.

7) Designar, promover, remover y determinar la remuneración de los empleados y funcionarios municipales.

8) Realizar obras y prestar servicios públicos por sí o a través de terceros.

9) Elaborar y ejecutar planes de desarrollo urbano y rural; reglamentar el uso del suelo y la organización territorial del distrito, en el marco de la legislación provincial en la materia.

10) Convenir con la Provincia el régimen de valuación de la propiedad inmueble, en el marco de la legislación provincial en la materia.

11) Disponer el establecimiento, y regular la organización y el funcionamiento de la Justicia de Faltas e imponer, de acuerdo a las leyes y ordenanzas respectivas, sanciones compatibles con la naturaleza de sus poderes, pudiendo requerir del juez competente las órdenes de allanamiento que resultaren necesarias.

12) Crear entes descentralizados a los fines de la prestación de servicios públicos, la ejecución de obras, la asistencia financiera, la cooperación técnica, la realización de planes de desarrollo y de todo otro emprendimiento de utilidad común. 

13) Constituir sociedades de conformidad con la legislación vigente.

14) Instrumentar políticas de apoyo y difusión de los valores culturales, y preservar el patrimonio histórico y artístico del Municipio.

15) Adoptar medidas tendientes a la preservación del medio ambiente y los recursos naturales locales, en el marco de la legislación nacional y provincial.

16) Adoptar medidas tendientes a la protección de los consumidores y los usuarios, en el marco de la legislación nacional y provincial.

17) Tener a su cargo la licencia y habilitación de establecimientos comerciales e industriales, en el marco de la legislación provincial.

18) Ejercer el poder de policía en todos los asuntos de interés local y, en particular, en las materias relativas a tránsito, vialidad y comunicaciones locales; planeamiento urbano; espacios públicos; infraestructura; seguridad, uso y ocupación de bienes públicos; higiene, moralidad y salubridad; recreación, deportes y espectáculos públicos; y servicios públicos locales.

19) Ejercer facultades concurrentes, con la Nación y con la Provincia, en la elaboración, ejecución y contralor de planes de obras y servicios públicos; educación y cultura; salud y acción social; y en general con relación a todas las políticas de desarrollo y fomento que se realicen o incidan en su ámbito territorial.

20) Participar con la Provincia en la formulación y ejecución de políticas de seguridad ciudadana, defensa civil y desarrollo económico y social.

21) Ejercer las demás atribuciones inherentes a las competencias enumeradas precedentemente y las que implícitamente deriven de ellas, de las demás enunciadas en esta Constitución, y de la titularidad del gobierno y la administración de los asuntos locales, dictando las normas y actos que sean necesarios o convenientes para hacer efectivos los poderes municipales.

Deber de colaboración y consulta

Artículo 193 bis.- El Gobierno de la Provincia debe colaborar con las Municipalidades para el cumplimiento de sus atribuciones. 

Las Municipalidades deben ser consultadas oportunamente cuando las autoridades nacionales o provinciales, en ejercicio de atribuciones propias, proyecten o realicen emprendimientos que afecten o pudieren afectar los intereses del Municipio. 

Vigencia y aplicación supletoria de normativa provincial

Artículo 193 ter.- Con relación a los Municipios que no procedan a sancionar su Carta Orgánica y las ordenanzas dirigidas a ejercer los poderes y atribuciones conferidos por esta Constitución, mantendrán su vigencia y serán de aplicación la Ley Orgánica de las Municipalidades sancionada por la Legislatura y la legislación provincial relativa a la materia de que se trate. 

Esas normas serán también de aplicación supletoria, en todo cuanto no se opongan a la legislación sancionada por los Municipios en ejercicio de sus atribuciones. 

Deber de cooperación

Artículo 194.- Las Municipalidades deben cooperar con el Gobierno de la Provincia para hacer cumplir esta Constitución y las leyes dictadas en su consecuencia.

Celebración de acuerdos y convenios

Artículo 194 bis.- Los Municipios podrán celebrar convenios entre sí y constituir organismos intermunicipales, consorcios o cooperativas de vecinos para la realización de obras públicas, prestación de servicios, cooperación técnica, asistencia financiera o actividades de interés común.


También podrán realizar acuerdos con la Provincia, entes descentralizados, o con la Nación, con intervención de la Provincia, para el ejercicio coordinado de atribuciones concurrentes y la persecución de intereses comunes.


Igualmente, podrán constituir entre sí, o con la Provincia, órganos de gobierno o planeamiento regional, cuya creación deberá ser aprobada por Ley, que dispondrá el origen de los recursos y la atribución de competencias a favor del nuevo organismo, las que posteriormente no podrán ser ejercidas por los Municipios que lo integren. 

Recursos municipales

Artículo 195.- Constituyen recursos de los Municipios:

1) Los impuestos que establezcan, con las limitaciones que fije la Legislatura y respetando los compromisos asumidos por la Provincia con la Nación o con otras provincias.

2) Los tributos provinciales que les sean transferidos, que serán legislados por la Provincia y administrados por las Municipalidades de acuerdo a la forma y proporción que establezca la Ley.

3) Las tasas, derechos, patentes, contribuciones especiales y de mejoras que establezcan, con las limitaciones indicadas en el inciso 1º. 

4) Los ingresos provenientes de un Régimen de Coparticipación provincial de impuestos, originados en un sistema general, automático y redistributivo, cuyo criterio de asignación deberá asegurar el desarrollo armónico de las distintas regiones del territorio bonaerense. 

5) Los empréstitos contraídos con destino determinado, cuyos servicios de amortización e intereses no podrán afectar más del veinticinco por ciento (25 %) de los recursos ordinarios de la Municipalidad. 

6) Los ingresos provenientes de la concesión o prestación de obras y servicios públicos, permisos y concesión de espacios del dominio público municipal, cánones y todo otro ingreso originado en actos de disposición, administración o explotación del patrimonio municipal.

7) Las multas u otras sanciones pecuniarias que se establecieran por incumplimiento de las normas municipales.

8) Las donaciones, legados, subsidios y otros recursos no previstos en incisos anteriores.

Responsabilidad de los funcionarios y empleados municipales

Artículo 196.- Los funcionarios y empleados municipales son personalmente responsables, no sólo de cualquier acto definido y penado por la Ley, sino también por los daños y perjuicios provenientes de la falta de cumplimiento a sus deberes.

La Carta Orgánica local o, en su defecto, la Carta Orgánica de las Municipalidades sancionada por la Legislatura, determinarán las causas, forma y oportunidad de destitución de los funcionarios y empleados municipales que, por mal cumplimiento de sus funciones, deficiencias de conducta o incapacidad, sean inconvenientes o perjudiciales en el desempeño de sus cargos.

Actos y contratos de ningún valor

Artículo 196 bis.- Todos los actos y contratos emanados de autoridades municipales que no estén constituidas en la forma que prescriben esta Constitución y la Carta Orgánica local o, en su defecto, la Carta Orgánica de las Municipalidades dictada por la Legislatura, serán de ningún valor. 

Conflictos

Artículo 197.- Los conflictos internos, o entre distintas Municipalidades, o con otras autoridades de la Provincia, serán dirimidos por la Suprema Corte de Justicia, con arreglo al procedimiento que establezca la Ley. 

Acefalía

Artículo 197 bis.- En caso de acefalía de una Municipalidad, el Poder Ejecutivo convocará a elecciones para constituirla y completar los mandatos correspondientes, las que deberán realizarse dentro de los tres meses de producido el hecho generador, salvo prórroga dispuesta por la Legislatura, con el voto de los dos tercios del total de sus miembros.

La Legislatura autorizará al Poder Ejecutivo a designar un Comisionado a efectos de garantizar el funcionamiento regular de los servicios municipales. En caso de receso de la Legislatura, el Poder Ejecutivo efectuará directamente esa designación, debiendo convocar de inmediato a sesiones extraordinarias. 


El Comisionado se limitará a atender los asuntos ordinarios, con arreglo a la Carta Orgánica local, o en su defecto a la Carta Orgánica de las Municipalidades, y a las ordenanzas vigentes. 

Los nombramientos que efectúe tendrán carácter provisorio y caducarán con la asunción de las autoridades electas, que deberá producirse dentro de los treinta días siguientes a los comicios convocados con arreglo a lo dispuesto en el primer párrafo.

FUNDAMENTOS
I. Antecedentes. Las reformas constitucionales de 1994, en la Nación y en la Provincia de Buenos Aires

La reforma de la Constitución Nacional operada en 1994 introdujo una norma, el artículo 123, que estableció la obligación de las Provincias de asegurar la autonomía de los Municipios (
).

Como ha señalado Horacio Rosatti, “la cláusula define una intencionalidad inequívoca respecto de la inserción del municipio argentino en la vida política del país. En tal sentido, dice mucho más que la cláusula originaria del art. 5º (que habla del régimen municipal a secas)” (
).

Se ha sostenido que esta nueva disposición constitucional zanja definitivamente la disputa entre quienes sostenían la mera autarquía de los Municipios y quienes postulaban su autonomía, en favor de esta última posición. En ese sentido, explica María Angélica Gelli que si bien “la naturaleza jurídica del municipio -ente autárquico o ente autónomo- fue materia de discusión jurisprudencial (…) a partir de 1994 la cuestión se resolvió constitucionalmente pues las provincias asumieron una nueva obligación en materia de organización del régimen municipal dado que, en concordancia con el art. 123 de la Constitución Nacional, ese régimen debe asegurar la autonomía y su alcance debe comprender el orden institucional, político, administrativo y financiero” (
).

Sin embargo, a pesar de la nitidez del enunciado, la Constitución bonaerense, reformada casi en simultáneo que la Carta Magna nacional (
), mantuvo el régimen municipal proveniente del texto de 1934, ciertamente lejano -y en ocasiones contradictorio- respecto de las pretensiones del constituyente federal.

De allí que Humberto Quiroga Lavié haya afirmado, al comentar la reforma de la Constitución bonaerense, que “muy especialmente se debe deplorar la oportunidad perdida por la provincia para afirmar la autonomía de los municipios existentes en ella, sobre todo frente a la clara norma constitucional que en tal sentido venía impulsando el artículo 123 de la nueva Constitución Nacional” (
).
Este distanciamiento genera cierta perplejidad, si se recuerda que varios años antes de la reforma de 1994, más precisamente en 1990, los bonaerenses estuvimos cerca de ver cristalizada una enmienda constitucional que consagraba expresamente la autonomía municipal.

Nos referimos al Proyecto de Enmienda aprobado por la Ley 10.859, que en su Sección Sexta contemplaba profundas reformas al régimen municipal estructurado en la Constitución de 1934. 

Aquella enmienda caracterizaba expresamente al Municipio como “una comunidad natural dotada de autonomía institucional, política, económico financiera, tributaria y administrativa con arreglo a las normas dictadas por esta Constitución y a las leyes que en su consecuencia se dicten”. 

El texto no se limitaba reconocer la autonomía municipal en el plano declarativo, sino que la implementaba y la garantizaba a partir de herramientas concretas y operativas. A tal punto que autores como Ricardo Zuccherino han afirmado que esa reforma “consagraba la autonomía municipal absoluta” (
).

Lamentablemente, el Proyecto de Enmienda fue rechazado en el plebiscito desarrollado el 5 de agosto de 1990 (
). Y la reforma finalmente concretada cuatro años después no recogió la evolución que ese texto presentaba en materia del régimen municipal, sino que se limitó a repetir el articulado proveniente de la Constitución anterior, deparando una nueva frustración.

Esta verdadera paradoja del devenir constitucional bonaerense ha dado lugar a la crítica de Néstor Losa, quien señaló: “parece que los convencionales provinciales no hubieran leído el art. 123 nuevo y sus consecuencias”, a lo cual agregó, en forma concordante con lo que aquí se indica: “Llama la atención esta circunstancia pues la provincia hace pocos años contaba con un proyecto acordado entre los partidos políticos mayoritarios y en él, la autonomía integral estaba comprendida” (
).

Lo cierto es que hoy, a más de diez años de las reformas constitucionales nacional y bonaerense, el mandato del constituyente federal aún permanece incumplido.

II. El régimen actual frente al nuevo art. 123 de la Carta Federal. Su incompatibilidad. La necesidad de una reforma

Como puntualiza Carlos Botassi, “el sistema municipal bonaerense (…) no puede ser calificado como autonomista” (
). Por el contrario, el régimen regulado en los artículos 190 a 197 de la Constitución vigente responde a la idea de municipalidades concebidas como meras descentralizaciones territoriales en un marco de autarquía administrativa, cuyas atribuciones -al margen de alguna regulación constitucional específica- son establecidas por la Legislatura a través de la Ley Orgánica.

Alberto Bianchi ha explicado que ello obedece a que la Constitución provincial de 1934, fuente de esas disposiciones, “estaba aferrada al criterio imperante en la época acerca de que los municipios deben ser autárquicos, siguiendo rectamente los lineamientos de la jurisprudencia impuesta por la Corte Suprema en 1911” (
). Es decir, la doctrina emanada del precedente “Municipalidad de La Plata c. Ferrocarril Sud” (
), que diera lugar a la época del “municipio arrinconado”, según la gráfica expresión acuñada por Néstor Sagüés (
).

No obstante, es por todos conocido que con posterioridad esa tesis fue puesta en crisis por las reformas constitucionales concretadas luego de la recuperación de la Democracia en 1983 (
) y, en especial, por el fallo emitido por la Corte Federal en el recordado caso “Rivademar, Angela c. Municipalidad de Rosario” (
). Esa serie de factores impulsaron un proceso que condujo a la incorporación, en la última reforma a la Constitución Nacional, del tantas veces mencionado artículo 123, que fijó con claridad la obligación de las Provincias de asegurar la autonomía municipal. 

Indica Antonio Hernández que a la luz del nuevo art. 123 de la Carta Magna Federal no existe ninguna posibilidad de instaurar una autarquía como naturaleza jurídica de los estados locales (
). Tampoco de mantenerla, como decidió el constituyente provincial en 1994. 

Esta interpretación ha sido corroborada recientemente por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, in re “Ponce, Carlos A. c/ San Luis, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”. En esa oportunidad, la mayoría adhirió al punto VIII del dictamen del Procurador General de la Nación, en el que se sostuvo que la reforma de 1994 “no sólo mantuvo la potestad de cada provincia de dictar su propia constitución, conforme a lo dispuesto por el art. 5º, sino que la condicionó (…) a que se asegure la autonomía municipal, ‘reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero’ (art. 123). De este modo, a las limitaciones previstas en el art. 126 (…), la reforma a la Ley Fundamental le suma la de asegurar, no sólo ya la existencia de un régimen municipal sino también su autonomía” (
). 
En consecuencia, ya no puede afirmarse, como lo hiciera Bianchi con anterioridad a la última reforma constitucional, que “las municipalidades son (...) lo que el legislador constituyente provincial quiere que sean y tanto se cumple con el art. 5º del Cód. político nacional estatuyendo un sistema autárquico, como un sistema autónomo” (
). Por mandato del nuevo texto constitucional, los Municipios deben ser autónomos, y la capacidad constituyente provincial para reglar la autonomía municipal no puede, en los hechos, anularla (
).

Es por ello que la falta de innovaciones en esta materia por parte del constituyente provincial en ocasión de la última reforma ha sido objeto de fundadas críticas. Y que en forma recurrente se alerte sobre la situación de atraso del régimen municipal bonaerense, tanto respecto de otras Provincias argentinas como incluso, según se ha señalado, con relación a normativas de otros países (
).

El cuadro descripto conduce a una conclusión inequívoca en cuanto al desfase de la Constitución bonaerense a la luz de los nuevos criterios normativos, doctrinarios y jurisprudenciales en materia municipal. Pero sobre todo frente a la obligación de asegurar la autonomía municipal impuesta por el art. 123 de la Carta Magna Federal. 

Zuccherino lo ha afirmado en términos concluyentes: “…luego de la sanción del artículo 123 de la Constitución federal (...) al actual Municipio bonaerense no le cabe otro calificativo que el de inconstitucional” (
). 

Se impone, pues, una profunda revisión del texto de la Carta Magna bonaerense con el propósito de obtener una redacción concordante y consistente con la Constitución Nacional en materia municipal.

No desconocemos que, según importantes autores, la situación de incumplimiento respecto del art. 123 es susceptible de planteos judiciales, al menos en aquellos casos en los que medie un perjuicio concreto. 

Dentro de esa línea se inscribe, entre otros, Quiroga Lavié, en cuya opinión “si una provincia no implementa de algún modo, respetando el principio básico contenido en el art. 123, la autonomía municipal en lo institucional, político, administrativo, económico y financiero, está incurriendo en una inconstitucionalidad por omisión, que puede y debe ser tutelada por los tribunales de todo el país, también por los federales, por estar en juego una norma de carácter federal: el art. 123” (
).

Por nuestra parte, entendemos que es preferible, en lugar de trasladar esta cuestión al ámbito judicial, la búsqueda de los consensos necesarios en el campo de la política.

La Justicia puede ser fuente de soluciones frente a problemas o casos particulares, ya fuere para descalificar aquellas normas que no cumplan con los postulados de nuestro ordenamiento fundamental, o bien para sostener otras que no sean sino el desarrollo de esos preceptos básicos. Pero no está en condiciones de abordar una situación como la que nos ocupa, en la que se trata de adecuar toda una Sección del texto de nuestra Constitución. 

Compartimos plenamente lo expuesto por Rosatti en cuanto a que la compatibilización del régimen municipal con los postulados del art. 123 de la Constitución Nacional es un tema que debe ser resuelto en el interior de cada Provincia y por las autoridades constituidas de cada Provincia. Como señala este autor, la judicialización de cuestiones que tienen que ver con el cumplimiento de estándares jurídicos constituye, por lo general, un grave error (
).

Parece más razonable, entonces, trabajar desde el ámbito legislativo a fin de lograr (o mejor dicho, recrear) los consensos necesarios para ajustar las instituciones provinciales al marco establecido en el orden federal.

II. El modelo seguido por el texto propuesto. Punto de partida para la reedición de consensos

La iniciativa que impulsamos adopta como base el régimen municipal estructurado en el Proyecto de Enmienda de 1990, en sus artículos 181 a 187. 

La elección de ese texto no resulta casual, ni tampoco responde a la falta de voluntad de profundizar en el análisis de esta cuestión. Todo lo contrario. Hemos considerado oportuno elegirlo por representar el resultado de un consenso que aspiramos a reeditar, en torno de una problemática que trasciende las divisiones partidarias y aun ideológicas.

Cabe recordar, en este sentido, que la Ley 10.859 fue sancionada con el apoyo de las principales fuerzas políticas de la Provincia y la participación de todos los sectores (
), 

No descartamos que se sostenga que el texto sancionado por la Legislatura, sobre la base del cual diseñamos esta propuesta, fue al cabo rechazado por la población. Sin embargo, una objeción de esa índole implicaría soslayar las verdaderas causales que condujeron al triunfo de la postura negativa en aquél plebiscito de 1990, relacionadas mayormente con el contexto de desconocimiento y desinformación en el cual se desarrolló el plebiscito.

En efecto, según un relevamiento realizado en aquella época por el Centro de Estudios de Opinión Pública (CEOP), el 54,01 % de quienes votaron por el NO manifestaron que no conocían cuál era el texto que se había sometido a su consideración. A su vez, sólo el 19 % de quienes se pronunciaron negativamente lo hicieron por estar en desacuerdo con el contenido de la reforma (
). 

Es evidente que la negativa expresada en forma mayoritaria no puede ser imputada a falencias o defectos del texto que se proponía (mucho menos a la específica regulación del régimen municipal), ni autoriza a desestimar sus indudables méritos, en especial en esta materia.
Al respecto, Zuccherino ha señalado que el Proyecto de Enmienda que naufragara en 1990 contaba entre sus mejores logros la mutación producida en el sistema municipal. En palabras de este autor, esa reforma “tan cuestionada en otros pasajes de su texto, tenía en el sector municipalista una de sus mayores cartas de presentación” (
).

Tampoco puede pasarse por alto la incidencia que tuvieron en ese momento factores políticos coyunturales, que determinaron que la consulta sobre la reforma constitucional fuera interpretada, en los hechos, como un plebiscito sobre el desempeño del gobierno provincial (
) o, más aún, sobre la gestión del entonces gobernador (
). Todas esas razones impiden sostener válidamente que el resultado del plebiscito de 1990 importe una automática descalificación del texto consensuado en ese momento por las principales fuerzas políticas.

Naturalmente, la positiva valoración que efectuamos respecto de la regulación municipal prevista en ese Proyecto de Enmienda no implica dejar de reconocer que su articulado es susceptible de adecuaciones y observaciones, sobre todo a la sobre todo a la luz de los años transcurridos y la nueva realidad que afronta nuestra Provincia.

De hecho, hemos incorporado no pocas modificaciones respecto de su formulación original, por las razones que explicaremos más adelante. En este sentido, destacamos que, sin perjuicio de aportes propios, hemos utilizado como principal referencia, en varios puntos, los Despachos producidos en la Convención Constituyente provincial de 1994, en el seno de las comisiones de “Poderes, Interpretación, Reglamento, Redacción y Coordinación General” (
) y de “Gobierno Municipal” (
).

Asimismo, albergamos algunas reservas con relación a ciertos aspectos del Proyecto de Enmienda de 1990 que no hemos modificado. De todos modos, hemos privilegiado mantener, en esencia, el esquema básico proveniente de ese texto, para asegurarnos que el núcleo de esta propuesta trascienda las ideas de los firmantes de esta iniciativa y exprese con la mayor fidelidad posible el resultado del consenso oportunamente alcanzado.

III. La reforma y los atributos de la autonomía municipal

Otra de las razones por las cuales hemos utilizado como guía el Proyecto de Enmienda de 1990 es que ofrecía, respecto de la situación actual, una marcada evolución en los cinco atributos que, según la concepción de Rosatti, componen la autonomía municipal, a saber: (a) autonormatividad constituyente, (b) autocefalía, (c) autarquía, (d) materia propia y (e) autodeterminación política (
).

Ello conduce a que, pese a haber tomado como base una iniciativa cuatro años anterior a la reforma nacional de 1994, estemos en condiciones de afirmar que esta propuesta representa una opción claramente superadora del esquema actual de la Constitución bonaerense en materia municipal, que a su vez cumple en plenitud las exigencias de la Carta Magna Federal. 

Seguidamente intentaremos justificar esa afirmación.

III. 1. Autonormatividad constituyente

El texto que se propone importa un avance sustancial con relación a este atributo, que equivale a la capacidad del Municipio de darse, otorgar (redactar y aprobar) su propia norma fundamental, su Carta Orgánica.

Según la Constitución vigente, los Municipios no pueden darse un estatuto propio, sino que éste es sancionado por la Legislatura provincial, bajo la forma de Carta Orgánica de las Municipalidades (
). Se establece que “la Legislatura deslindará las atribuciones y responsabilidades de cada departamento, confiriéndoles las facultades necesarias para que ellos puedan atender eficazmente a todos los intereses y servicios locales” (actual art. 191, primer párrafo). Ante estas disposiciones, Rosatti ha señalado que el Municipio bonaerense tiene “prácticamente cero de normatividad constituyente” (
).

Nuestra iniciativa, al igual que el Proyecto de Enmienda de 1990, dispone que cada Municipio podrá dictar su propia Carta orgánica, por Convención convocada al efecto (nuevo art. 192, primer párrafo). 

La convocatoria deberá ser efectuada por ordenanza del departamento deliberativo, con el voto de dos tercios del total de sus integrantes, como mínimo, y la reforma deberá ser aprobada por el voto de -al menos- la mayoría de los miembros de cada Convención (nuevo art. 192, tercer párrafo).

A diferencia del Proyecto de Enmienda de 1990, que difería a las Cartas Orgánicas locales lo relativo al procedimiento a seguir para su reforma, mantenemos la regulación de ese aspecto en el ámbito de la Constitución provincial. Queremos así evitar que la adopción de un mecanismo menos exigente que el previsto en el nuevo art. 192, tercer párrafo, pueda generar un escenario de excesiva volatilidad normativa, con la consecuente inseguridad jurídica. 

No puede perderse de vista que la Carta Orgánica local tendrá, en el ámbito territorial del Municipio, la jerarquía que hoy le corresponde a la Carta Orgánica dictada por la Legislatura, por lo que su contenido condicionará la validez de todas las ordenanzas que dicte el Concejo Deliberante, como así también de los actos que otorgue el Intendente Municipal. Se impone, pues, una estabilidad mayor de esa normativa, lo cual presupone que su eventual modificación se encuentre sujeta a la existencia de los consensos que entendemos asegura el nuevo art. 192, tercer párrafo.

Es importante destacar que la facultad de los Municipios de dictar las Cartas Orgánicas locales no queda sujeta a la aprobación de otra institución o instancia política superior. No obstante, al igual que ocurría en el Proyecto de Enmienda de 1990, el texto que proponemos como nueva Sección Séptima prevé ciertos presupuestos básicos con relación a la potestad constituyente, que en esencia siguen los lineamientos expuestos en aquella iniciativa reformista, sin perjuicio de algunas adecuaciones que hemos considerado convenientes.

Las Cartas Orgánicas locales deberán asegurar: el sistema representativo y republicano de gobierno, y la división de poderes en el ámbito municipal (inc. 1º); las formas de democracia semidirecta que se enuncian, siempre que no sea para disponer la derogación o modificación de tributos y sus accesorios (inc. 2º); la legalidad y la equidad como principio de la tributación (inc. 3º); la existencia de un régimen financiero, presupuestario y contable que asegure el debido control de los ingresos y gastos municipales (inc. 4º); el ejercicio del poder de policía en las materias de su competencia, ya que los Municipios no podrían renunciarlo (inc. 5º); la existencia de un régimen de contrataciones sujeto a procedimientos de selección regidos por los principios de concurrencia, publicidad, igualdad y beneficio al interés público, con adecuados mecanismos de contralor (
) (inc. 6º); el establecimiento de un régimen de empleo público y de responsabilidad de los funcionarios y empleados municipales, de conformidad con los principios establecidos en esta Constitución (
) (inc. 7º); y la publicidad de los actos de Gobierno (
) y su reseña en la Memoria Anual de la percepción e inversión de las rentas municipales (inc. 8º).

A su vez, las Cartas Orgánicas locales no podrán regular aquellas materias que, por imperio de la Constitución, deben ser disciplinadas por ley, como por ejemplo el régimen electoral y el sistema de asignación de representación que establezca la Legislatura (nuevo art. 191º quater, último párrafo) (
), o el procedimiento para que la Suprema Corte de Justicia intervenga en los conflictos internos de las Municipalidades, según se dispone en el nuevo art. 197.

En síntesis, las Cartas Orgánicas locales no podrán apartarse de los principios y las disposiciones contenidas en las normas de carácter superior. Como enseña Germán Bidart Campos, “al reconocerse calidad de poder constituyente al que ejercen los municipios que dictan sus cartas municipales hay que desdoblar la supraordenación que, respecto de ellas, funciona como límite: a) uno les llega a los municipios desde la constitución federal, en la medida que ésta prevalece sobre todo el derecho provincial; b) otro proviene directamente de la respectiva constitución provincial” (
).

Es posible que el reconocimiento de “autonormatividad  constituyente” a todos los Municipios sea objeto de cuestionamientos, ya que parecería presuponer una homogeneidad que no es tal. De todos modos, hemos tenido en cuenta que ni el Proyecto de Enmienda 1990 ni los Despachos de Comisión producidos en la Convención de 1994 que reconocían esta potestad a los Municipios efectuaban distinciones. Además, coincidimos con Rosatti en que la cantidad de habitantes, que es el criterio normalmente seguido por las Constituciones provinciales, no siempre resulta la pauta más adecuado para determinar qué Municipios podrán dictarse sus Cartas Orgánicas (
). 

Por esas razones, hemos optado por mantener en esta iniciativa un reconocimiento uniforme de esta potestad, a la espera de analizar en oportunidad de su tratamiento legislativo la necesidad o conveniencia de efectuar distinciones con relación a este atributo de la autonomía municipal, como así también determinar los criterios que puedan justificarlas. 

Por lo demás, cabe tener presente que el dictado de las Cartas Orgánicas locales no es una obligación, sino solamente una facultad que el nuevo texto constitucional otorgaría a los Municipios. De modo tal que aquellos Municipios que no estimen necesario sancionarlas, o no se consideren capacitados para ello, podrán abstenerse. De cara a esa hipótesis, el nuevo art. 193 ter, primer párrafo, prevé que será de aplicación la Ley Orgánica de las Municipalidades sancionada por la Legislatura (
).

III. 2. Autocefalía


Con respecto a la autocefalía, que Rosatti define como la capacidad de elegir las propias autoridades (
), este proyecto implica una ampliación de las formas y posibilidades de participación ciudadana.

 En la Constitución vigente está asegurada la potestad de los vecinos de elegir sus autoridades. Y aun cuando las elecciones están ligadas temporalmente a la elección de autoridades provinciales (por la ley de Carta Orgánica), la Carta Magna prevé la facultad de los Municipios de “convocar a los electores del distrito para elegir municipales y consejeros escolares... cuando el Poder Ejecutivo dejare transcurrir los términos legales para hacerlo” (actual art. 192, inc. 1).

En cuanto al régimen de gobierno y administración de los Municipios, está predeterminado constitucionalmente el sistema “Departamento Ejecutivo unipersonal” (Intendente) - “Departamento Deliberativo colegiado” (Concejo Deliberante), como así también la duración de sus mandatos y la posibilidad de que sean reelegidos, sin margen para cambios por parte de los Municipios. Esto ha conducido a Rosatti a considerar que existe “un reconocimiento normativo homogéneo en todos los municipios, intermedio en torno al tema de la autonomía” (
).

Esta iniciativa, al igual que el Proyecto de Enmienda de 1990, también mantiene el esquema Intendente - Concejo Deliberante, como así también los criterios básicos del diseño institucional-electoral (duración en los cargos, reelegibilidad, etc.) (nuevos arts. 191º; 191º bis, primer párrafo, y 191º ter, segundo párrafo). De todos modos, se introducen algunas nuevas disposiciones en aras de una mayor precisión respecto de la competencia esencial de cado uno de esos órganos.

En ese orden de ideas, se establece que el Intendente tendrá a su cargo la representación política del gobierno municipal y la administración general del Municipio, pudiendo delegar funciones o disponer su ejecución a través de terceros en las formas y condiciones que la legislación determine (nuevo art. 191 bis, segundo párrafo) (
). 

Entendemos que la posibilidad de delegar funciones no debe ser considerada contradictoria con lo previsto por el art. 45 de la Constitución bonaerense, ya que responden a finalidades diferentes, del mismo modo que ocurre con los arts. 29 y 76 de la Carta Magna Federal. Como ha sostenido desde antiguo la Corte Suprema de Justicia de la Nación, las distintas normas de un mismo ordenamiento deben interpretarse armonizadamente y no poniéndolas en pugna, a fin de encontrarles su razonable sentido, dejando a todas con valor y efecto (
). Además, la facultad de delegar funciones prevista por la norma no implica sino el reconocimiento de una realidad existente en el ordenamiento infraconstitucional y en la práctica institucional de nuestros Municipios.

Con relación al Concejo Deliberante, se prevé que tendrá a su cargo la sanción de ordenanzas y el control de la gestión del Departamento Ejecutivo (
).

Las posibilidades de participación ciudadana se amplían, al disponerse que son elegibles para el cargo de Concejal los electores mayores de veintiún años, como lo hacía el Proyecto de Enmienda de 1990 (
), requiriéndose la edad de veintitrés años para el caso del Intendente (nuevo art. 191º quater, tercer párrafo). En la actualidad, para ambos cargos se exige la edad de veinticinco años (
).

Cabe reseñar que esta tendencia a la disminución de las edades mínimas para resultar elegible había sido iniciada por la Constitución provincial de 1949, que en su art. 151, inc. 3º, disponía que “serán elegibles todos los ciudadanos argentinos que hayan cumplido veintidós años de edad…”.

Además, los ciudadanos elegibles deberán saber leer y escribir, como lo exige la Constitución actual, y tener dos años de residencia previa en el distrito, que deberán ser tres en el caso de los extranjeros. 

Asimismo, se prevé la introducción de nuevas formas de participación ciudadana, al establecerse la obligatoriedad de que las Cartas Orgánicas locales aseguren los derechos de iniciativa y consulta popular (nuevo art. 192º, inc. 2º). 

Si bien el Proyecto de Enmienda de 1990 resultaba más amplio en este punto, preferimos asegurar en principio las formas de democracia semidirecta previstas para el orden provincial y federal, en los arts. 40 y 67 de las Constituciones de la Provincia y de la Nación, respectivamente.

Desde luego que esta exigencia, referida a los Municipios que decidan ejercer la potestad que les reconoce el nuevo art. 192º, primer párrafo, no impide que las Cartas Orgánicas locales incorporen otras modalidades de participación y democracia semidirecta. Y es complementaria de la obligación de la Legislatura de cumplir con el mandato del actual art. 211 (único avance concreto de la reforma de 1994 en materia municipal), a tenor del cual “la Ley Orgánica de las Municipalidades deberá contemplar la posibilidad de que los municipios accedan a los institutos de democracia semidirecta”. 

Finalmente, nuestra iniciativa dispone, en forma concordante con el Proyecto de Enmienda de 1990 (
), que las Cartas Orgánicas municipales podrán prever la creación de Consejos Vecinales Electivos, en las localidades que no sean cabecera de partido. (art. 192, último párrafo). 

Esta novedad, que marcaba una saludable evolución en la tendencia autonomista incorporada en aquél texto, no resulta poco trascendente. Se dirige a atender una fuente de habituales reclamos, vinculada con una particularidad muy específica del régimen municipal bonaerense, en el que proliferan las ciudades -entendidas en términos sociológicos- que no constituyen jurídicamente un Municipio.

En efecto, como ha observado Rosatti, “en la mayoría de las provincias argentinas (...) uno tiende a relacionar ciudad como realidad sociológica (conjunto de habitantes); municipio como concreción de esa realidad sociológica y municipalidad como gobierno de ese municipio que es la concreción jurídica de esa ciudad”, mientras que “el concepto de ‘partido’ en la Provincia de Buenos Aires, con cabeceras y ciudades en términos sociológicos que integran el partido, pero que no son cabecera de partido, genera una cierta perplejidad” (
). Y además, cabe agregar por nuestra parte, suele causar problemas de representatividad y participación que no son aprehendidos plenamente por el régimen municipal previsto actualmente en la Constitución provincial. 

III. 3. Autarquía

Esta iniciativa también representa una evolución en materia de autarquía municipal, entendida como la capacidad de autosatisfacción económica y financiera derivada de la posesión de recursos propios, complementada con la posibilidad de disponer de ellos. 

La Constitución actual es muy poco explícita respecto de las potestades tributarias de los Municipios. A la luz de algunas de sus disposiciones, tales como aquella relativa a la atribución municipal de “votar anualmente su presupuesto y los recursos para costearlo” (actual art. 192, inc. 5º), y la que regula los requisitos para proceder al “aumento o creación de impuestos o contribución de mejoras” (actual art. 193, inc. 2º), se apreciaría, en palabras de Rosatti, el “reconocimiento de una capacidad impositiva” (
). 

No obstante, para Bianchi la previsión de la Constitución bonaerense según la cual es atribución de las municipalidades “recaudar, distribuir y oblar en la tesorería del Estado las contribuciones que la Legislatura imponga al distrito para las necesidades generales, sin perjuicio de que el Poder Ejecutivo nombre funcionarios especiales para este objeto, si lo cree más conveniente” (actual art. 192, inc. 7º) implica constituirlas en meros agentes de percepción de los impuestos y es demostrativa de la carencia de facultades impositivas propias (
). 

Como es obvio, estas divergencias dejan abierto un peligroso terreno para que, por vía de interpretación y legislación infraconstitucional, se cercenen totalmente las posibilidades reales de los Municipios de proveerse de los recursos necesarios para el cumplimiento de sus fines. 

En materia financiera, en tanto, la Carta Magna vigente prohíbe la contratación de empréstitos cuyos servicios de capital e intereses “afecte en más del veinticinco por ciento los recursos ordinarios de la municipalidad” y requiere la “autorización legislativa” de la Provincia cuando “se trate de contratar empréstitos en el extranjero” (actual art. 193, inc. 3º). Esta autorización también es requerida para “gravar los edificios municipales” (actual art. 193, inc. 3).

Nuestra iniciativa incluye un artículo específico referido a los recursos de los Municipios (nuevo art. 195), en el entendimiento de que se trata de uno de los aspectos centrales de la autonomía municipal.

Asimismo, las disposiciones propuestas explicitan y precisan, en el ámbito de nuestra Provincia, las potestades tributarias municipales, reconocidas en la Convención Constituyente Federal de 1994.

Cabe recordar que en esa oportunidad, el miembro informante Hugo N. Prieto sostuvo: “(...) los planos económico y financiero (de la autonomía municipal) han sido especialmente considerados en el texto constitucional porque tienen una importancia superlativa. De esta manera estamos especificando y dejando en claro que los municipios argentinos van a poder generar sus rentas y recaudar para invertir y controlar sus propios recursos que, a su vez, podrán ser manejados independientemente de otro poder, completando así las facultades de administración que les son propias. De tal manera la autonomía municipal enmarcada en este nuevo esquema de poder en la Argentina a partir de la reforma constitucional va a contribuir a lograr una democracia más eficiente que propenda al bien común con mejores armas (...)" (
).

Como ha puntualizado Eduardo Baistrocchi, el miembro informante no condicionó la existencia de este poder municipal (el de generar sus rentas) al previo dictado de alguna norma infraconstitucional. En consecuencia, este autor señala que “parece razonable inferir que la competencia económico financiera de la autonomía comunal -prevista en el art. 123 de la Constitución Nacional-, atribuye a los municipios de provincia poder tributario” (
).

Este autor también sostiene que el reconocimiento de poderes tributarios propios a los Municipios se encuentra confirmado por el lenguaje del nuevo inc. 30 del art. 75 de la Ley Fundamental, que alude al “poder de... imposición” de las “autoridades... municipales” (
). 

En ese marco, en materia de impuestos nuestra propuesta sigue al Proyecto de Enmienda de 1990, que otorgaba expresamente poderes impositivos propios a los Municipios (
); aunque dejamos expresamente a salvo las limitaciones que pueda imponer la Legislatura y la necesidad de no afectar los compromisos asumidos por la Provincia con la Nación o con otras Provincias (nuevo art. 195, inc. 1º).

En concordancia con el Proyecto de Enmienda de 1990, esta iniciativa también prevé como recursos municipales: a los tributos provinciales que les sean transferidos a los Municipios, que serán legislados por la Provincia y administrados por las Municipalidades de acuerdo con la forma y proporción que establezca la ley (nuevo art. 195, inc. 2º), y a las tasas, derechos, patentes, contribuciones especiales y de mejoras que establezcan, con las limitaciones indicadas con relación a los impuestos (nuevo art. 195º, inc. 3º).

Se trata, en definitiva, de un reconocimiento amplio a las potestades tributarias de los Municipios, aunque no ilimitado.

Seguimos a Baistrocchi en cuanto a que el principio que debe regir la interpretación del art. 123 de la Constitución Nacional, en cuanto al alcance de las potestades tributarias de los Municipios, es el “principio de la permisión”.

Este postulado sienta el criterio inverso al seguido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación con anterioridad a la reforma de 1994, o al menos hasta el dictado del fallo “Rivademar”. En efecto, hasta ese momento, cabía inferir de la jurisprudencia del Alto Tribunal que el art. 5º de la Constitución no atribuía a los Municipios poder tributario alguno, y que era competencia de las provincias imputarles, o no, poder fiscal (
).

A partir del “principio de la permisión”, en cambio, dice Baistrocchi que “los municipios de provincia tienen competencia para crear cualquier clase de tributos que no se encuentre prohibida por la normativa supra municipal”. Esta normativa, a su vez, no debe violar determinados límites (
), para no vaciar el contenido de la autonomía municipal en estos órdenes.

Explica este autor que la expresión "normas supra municipales" -en los términos del principio de la permisión- alude, por regla, a lo siguiente: “(i) normas del Congreso de la Nación (dictadas con fundamento en la ‘cláusula del progreso’ (
), ‘de los establecimientos de utilidad nacional’ (
) o ‘del comercio’ (
)); (ii) normas de la Constitución Nacional que implícitamente prohíben que los municipios de provincia creen determinados gravámenes (
); y normas provinciales de rango constitucional o legal, dictadas con base en el art. 123 de la Ley Fundamental” (
).

Es decir que los límites del poder fiscal de los Municipios son de tres tipos: a) aquellos limites que surjan de normas prohibitivas provinciales; b) los que aparezcan previstos en normas prohibitivas emanadas del Congreso de la Nación y c) aquellos que emerjan de normas de la Constitución Nacional que implícitamente prohíben a los Municipios crear determinados gravámenes.

No parece necesario ni conveniente explicitar, en el ámbito de la Constitución de la Provincia, la existencia de los límites referidos en los incisos b) y c) del párrafo anterior, toda vez que vienen impuestos por una norma superior, como es la Constitución Nacional; que al mismo tiempo, y por vía del art. 123, prevé una pauta insoslayable para interpretar el alcance de las potestades prohibitivas del Congreso en ejercicio de las atribuciones que le confiere el art. 75, incs. 13, 18 y 30.

Sí entendemos conveniente, por el contrario, establecer ciertas pautas con relación al límite referido en el inc. a), sin dejar de reconocer que este tipo de cuestiones demandará, en la práctica institucional cotidiana, una tarea de interpretación y actualización que no puede ser limitada en el texto constitucional, so pena de cristalizar una concepción contraria a las necesidades de cada época.

En ese orden de ideas, hemos efectuado una adecuación al texto proveniente del Proyecto de Enmienda de 1990, que reconocía potestades impositivas “concurrentes” de la Provincia y de los Municipios, aunque sin precisar las potestades limitativas de la Legislatura. Esto no implicaba negarlas, claro está, pero al omitirse esa salvedad el texto podía dar lugar a problemas de interpretación (
). 

Esa situación debe ser evitada. Un principio básico del sistema federal establece que no es posible que dos niveles de gobierno regulen la misma materia, al mismo tiempo, sobre el mismo territorio (
). Se impone, pues, una pauta que impida que el reconocimiento de las potestades tributarias municipales se torne antifuncional (
).

Desde ese prisma jurídico, nuestra iniciativa dispone que son recursos municipales los tributos que los Municipios establezcan, “con las limitaciones que fije la Legislatura” (nuevo art. 195, incs. 1º y 3º), en el ejercicio concreto y pormenorizado de las atribuciones que la Provincia constitucionalmente tiene para reglar el alcance la autonomía municipal en los órdenes previstos en el art. 123 de la Carta Magna Federal.

Cabe tener presente, además, que esta potestad limitativa de la Legislatura también podría encontrar fundamento en el actual art. 103, inc. 6º, que la faculta a “conceder privilegios por un tiempo limitado a los autores o inventores, perfeccionadores y primeros introductores de nuevas industrias para explotarse sólo en la Provincia...” (el subrayado nos pertenece). Esta disposición, que es análoga a la que la Constitución Nacional prevé en el art. 75, inc. 18, respecto del Congreso Federal, se mantiene en vigencia y su validez difícilmente podría ser cuestionada con fundamento en la autonomía municipal. 

Por ello, la limitación que se propone sólo implica sincerar una realidad ineludible en materia de coordinación de competencias.

Claro está que la facultad reconocida a la Legislatura para establecer límites las potestades de imposición municipales no es ni podrá ser, a su vez, ilimitada. Si el “poder de prohibir” de las provincias en esta materia fuera ilimitado, la autonomía de los Municipios sería un concepto vacío de significado: bastaría una ley provincial que estableciera que los Municipios no pueden crear ningún gravamen, para que la autonomía prevista en el art. 123 de la Ley Fundamental sólo sea una expresión de deseos (
).

El límite de la Legislatura estará dado, entonces, por la imposibilidad de privar a los Municipios de las atribuciones tributarias mínimas necesarias para el desempeño de su cometido, ya que traspasar esa frontera implicaría privarlos de toda autonomía en el orden económico.

Naturalmente, como ello no puede ser fijado de antemano y con carácter general en el texto constitucional, será necesario precisar en cada caso concreto si la limitación introducida por la Legislatura produce ese efecto, supuesto en el cual devendrá inconstitucional.

La otra limitación, común también a todos los tributos susceptibles de ser establecidos por los Municipios, está prevista en la parte final del inc. 1º y a ella remite también el inc. 3º (ambos del nuevo art. 195), y se vincula con los compromisos asumidos por la Provincia con la Nación y con otras Provincias.

La disposición, que proviene del Proyecto de Enmienda de 1990, se refiere concretamente a los Pactos Fiscales y al “Régimen de Coparticipación Federal” (
), como así también al “Convenio Multilateral del Impuesto sobre los Ingresos Brutos” (
), y a los instrumentos que en el futuro los sustituyan o complementen; a través de los cuales la Provincia ha asumido compromisos y obligaciones en representación de los Municipios, en relación con los gravámenes de éstos. 

Al respecto, coincidimos con Baistrocchi en que el art. 123 de la Constitución Nacional no invalida esos convenios en la parte en que tales acuerdos acotan el poder fiscal de los Municipios (
). 

El reconocimiento de la autonomía municipal no puede ir en detrimento de la necesaria coordinación y armonización de las potestades tributarias de las distintas jurisdicciones, cuestión que interesa a la Nación en su conjunto. 

Por ello, aun desde una posición de reconocimiento de la autonomía y del poder fiscal originario (y no meramente delegado) de los Municipios, consideramos admisible que la Provincia se obligue por éstos, en la medida en que sean consultados con carácter previo, como lo presupone el nuevo art. 193 bis, y que la decisión provincial refleje los necesarios niveles de consenso (
).

No se nos escapa que en el Proyecto de Enmienda de 1990 la limitación referida a los compromisos asumidos por la Provincia con la Nación o con otras Provincias sólo estaba referida a los impuestos, y, al menos desde una interpretación literal, no regía con relación a los demás tributos que los Municipios podían establecer. 

De todos modos, entendemos que una recta interpretación de la finalidad de tales convenios impediría a los Municipios lograr por vía del establecimiento de tasas u otros gravámenes lo que no pueden hacer mediante el establecimiento de impuestos. De allí que el inc. 3º del nuevo art. 195 que proponemos remita a las limitaciones establecidas en el inc. 1º.

De esta manera queda salvada, al menos con relación a la Provincia de Buenos Aires, la objeción que se formulara respecto de la inexistencia, en la Constitución Nacional, de un precepto expreso que faculte a las Provincias para celebrar acuerdos, convenios o tratados por sí y por sus Municipios, con carácter obligatorio para éstos (
). 

El nuevo art. 195º agrega que los recursos de los Municipios también estarán constituidos por: los ingresos provenientes de un Régimen de Coparticipación provincial de impuestos, sujeto a las pautas que prevé (inc. 4º); los empréstitos contraídos con destino determinado (inc. 5º); los provenientes de la concesión o prestación de obras y servicios públicos, permisos y concesión de espacios del dominio público municipal, cánones y todo otro ingreso originado en actos de disposición, administración o explotación del patrimonio municipal (inc. 6º); las multas u otras sanciones pecuniarias que se establecieran por incumplimiento de las normas municipales (inc. 7º), y las donaciones, legados, subsidios y otros recursos no previstos en incisos anteriores (inc. 8º). 

Cabe destacar que, con respecto al régimen de Coparticipación provincial de impuestos hemos suprimido el porcentaje mínimo contemplado en el Proyecto de Enmienda de 1990 (
); no porque discrepemos con el interés de asegurar un nivel de ingresos determinado a los Municipios, sino porque consideramos que, por la naturaleza y dinámica propia de los asuntos económicos, resulta una materia cuya regulación es más bien propia de la Ley, que deberá ajustarse a las necesidades y requerimientos propios de cada momento histórico.

De todos modos, nuestra iniciativa establece los criterios básicos que deberá reunir ese régimen de coparticipación. Deberá responder a un sistema general, automático y redistributivo, cuyo criterio de asignación asegure el desarrollo armónico de las distintas regiones del territorio bonaerense (
). 

La legislación infraconstitucional deberá, en consecuencia, hacer especial hincapié en el cumplimiento de los caracteres de “automaticidad” y “redistributividad”. El primero de ellos apunta a que la brecha temporal entre la percepción y la transferencia de fondos tienda a cero (
), y puede representar una garantía sumamente efectiva contra las presiones del poder provincial, susceptibles de ser ejercidas a través de la retención o el retardo en el envío de los fondos coparticipados.

La redistributividad, en tanto, supone la inducción de procesos tendientes a revertir las diferencias económicas relativas de vecinos de distintos Municipios, lo que se traduce, desde una perspectiva individual, en desigualdad de oportunidades vitales entre ciudadanos de una misma Provincia y, desde una perspectiva demográfica, en desequilibrios regionales (
).
En materia de empréstitos, en tanto, se conserva la limitación prevista en el art. 193, inc. 3º, y reiterada en forma unánime por el Proyecto de Enmienda de 1990 (
) y por los Despachos de mayoría y minoría emitidos por la Comisión de “Poderes, Interpretación, Reglamento, Redacción y Coordinación General” en la Convención de 1994 (
), relativa a que los servicios de amortización e intereses no podrán afectar a más del veinticinco por ciento (25 %) de los recursos ordinarios de la Municipalidad (nuevo art. 195, inc. 5º). Se trata de una saludable regla tendiente a evitar desequilibrios financieros.

También consideramos prudente mantener sin modificaciones, al igual que lo hacía el Proyecto de Enmienda de 1990 (
), la competencia del Tribunal de Cuentas para examinar las cuentas de percepción e inversión de las rentas públicas municipales, como así también para inspeccionar las oficinas municipales que administren fondos públicos y tomar las medidas necesarias para prevenir cualquier irregularidad (actual art. 159, incs. 1º y 2º, CPBA). La norma constitucional que así lo prevé no es objeto de modificaciones en esta iniciativa, ni podrá ser afectada por las Cartas Orgánicas locales.

Efectuadas esas precisiones, podemos afirmar que este conjunto de disposiciones, globalmente analizadas, confiere a los Municipios una dosis de autarquía sustancialmente mayor de la que gozan actualmente..

III. 4. Materia propia

Quizás el mayor contraste entre el texto vigente y nuestra iniciativa resida en aquello que Rosatti denomina materia propia, esto es, la titularidad de un contenido competencial específico con facultades de legislación, ejecución y jurisdicción (aunque no necesariamente con exclusividad). Y ello no resulta menor, toda vez que, como ha advertido Augusto Morello, el art. 123 de la Constitución Nacional contribuye a reforzar justamente aquello que es “inherente” al Municipio (
).

Esta fue, por otra parte, la intención del constituyente federal en 1994. Cabe recordar, en ese sentido, las palabras del miembro informante Prieto: "(La) cuestión de la autonomía municipal indudablemente está enmarcada de una reforma constitucional que a mi juicio opera en un doble sentido con relación al poder. Por un lado opera en un sentido horizontal, extendiendo el poder hacia el Congreso y hacia los organismos de control que estamos creando. Por otro lado, (...) la transferencia de poder también se opera en sentido vertical, y la autonomía municipal es el ejemplo más claro a ese respecto, porque el poder queda desconcentrado ya no solamente a nivel Nación y provincias (...), sino que incluso alcanza al ámbito municipal (...)” (
).
Esta línea interpretativa ha sido avalada recientemente por el Dr. Ricardo Lorenzetti, en su voto en el fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación recaído en el caso “Ponce, Carlos A. c/ San Luis, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”, citado líneas arriba. 
En esa oportunidad, este ministro sostuvo: “…la autonomía municipal debe ser interpretada como parte de un sistema institucional orientado hacia la descentralización y fundado en un federalismo cooperativo. Esta orientación fue promovida por el art. 3º de la ley 24.309, que convocó a la reforma constitucional de 1994 con el fin de ‘fortalecer el federalismo’ y se plasmó en los arts. 5º y 123 de la Constitución Nacional. La norma constitucional debe ser interpretada como un compromiso que asumieron las provincias de asegurar su régimen municipal, lo que importa no sólo el reconocimiento del estatuto municipal autónomo sino el de las facultades mínimas y necesarias para no desarticular su funcionamiento. Estas normas permiten identificar un principio general de descentralización institucional, inspirado en el objetivo de lograr una sociedad  más abierta y participativa” (el subrayado nos pertenece) (
).

Se impone, entonces, operar una transferencia, en favor de los Municipios, de potestades que en la actualidad retiene la Provincia, a fin de consagrar “el mayor grado posible de atribuciones municipales en los ámbitos de actuación mencionados por el art. 123, CN”, como lo sostuviera la propia Corte Suprema Federal en la causa “Municipalidad de La Plata c/ Provincia de Buenos Aires s/ inconstitucionalidad del dec.-ley 9111” (
).
En nuestra iniciativa, la ampliación de las atribuciones de los Municipios se evidencia, en primer lugar, en el texto que proponemos como nuevo art. 191 de la Constitución provincial, que pone a cargo de las Municipalidades no sólo “la administración” (como reza el actual art. 190) sino también “el gobierno” de los “intereses y servicios locales”.

Al margen de esa distinción conceptual (aunque no superflua), el texto propuesto expresa de forma cabal la tendencia autonomista, al incorporar, a las competencias actuales, otras que fortalecen la autoridad local y aseguran su ejercicio.  

Seguimos mayormente la línea establecida por el Proyecto de Enmienda de 1990, que como ha señalado Zuccherino consagraba un poder de policía municipal del más amplio espectro (
). Aunque también hemos incorporado disposiciones provenientes de los Despachos de la Comisión “Poderes, Interpretación, Reglamento, Redacción y Coordinación General” de la Constituyente provincial de 1994 suscriptos por los Convencionales Correa y otros, como así también por el Convencional Soria. En todos los casos, con las adecuaciones y ajustes que surgen de los distintos incisos del nuevo art. 193. 
Bajo esta orientación, en el nuevo art. 193 se mantiene la potestad de los Municipios de convocatoria a elecciones cuando no lo hiciere el Poder Ejecutivo provincial (inc. 1º), agregándose la facultad de hacerlo para implementar las formas de democracia semidirecta establecidas en la Carta Orgánica local o, en su defecto, en la Carta Orgánica de las Municipalidades (inc. 2º).

Se reconocen amplias facultades en materia de obtención y disposición de los recursos necesarios para solventar los compromisos, gastos e inversiones municipales, con arreglo a lo previsto en el nuevo art. 195 (inc. 3º), y en el orden presupuestario (inc. 4º).

En materia de bienes, se consagra la potestad de los Municipios de administrar y disponer de los bienes que integran el patrimonio municipal, eliminándose la exigencia de la “autorización legislativa” actualmente requerida para su enajenación o gravamen (
) (inc. 5º). Asimismo, se les reconoce la potestad expropiatoria (inc. 6º). 

Los Municipios también quedan constitucionalmente habilitados a designar, promover, remover y determinar la remuneración de los empleados y funcionarios municipales (inc. 7º); realizar obras y prestar servicios públicos por sí o a través de terceros (inc. 8º); elaborar y ejecutar planes de desarrollo urbano y rural; reglamentar el uso del suelo y la organización territorial del distrito, en el marco de la legislación provincial en la materia (inc. 9º), y para convenir con la Provincia el régimen de valuación de la propiedad inmueble, en el marco de la legislación provincial en la materia (inc. 10º).

En materia jurisdiccional, les reconocemos la facultad de disponer el establecimiento, y regular la organización y el funcionamiento de la Justicia de Faltas e imponer, de acuerdo a las leyes y ordenanzas respectivas, sanciones compatibles con la naturaleza de sus poderes, pudiendo requerir del juez competente las órdenes de allanamiento que resultaren necesarias (inc. 11º), claro está que sin perjuicio de la facultad atribuida por el art. 24 de la Constitución provincial para proceder por sí cuando medien razones de salubridad. 

También se atribuye a los Municipios competencia para crear entes descentralizados a los fines de la prestación de servicios públicos, la ejecución de obras, la asistencia financiera, la cooperación técnica, la realización de planes de desarrollo y de todo otro emprendimiento de utilidad común (inc. 12º); y para constituir sociedades de conformidad con la legislación vigente (inc. 13º).

Será también competencia de los Municipios instrumentar políticas de apoyo y difusión de los valores culturales, y preservar el patrimonio histórico y artístico del Municipio (inc. 14º), y adoptar medidas tendientes a la preservación del medio ambiente y los recursos naturales locales, como así también a la protección de los consumidores y usuarios, en ambos casos en el marco de la legislación nacional y provincial (incs. 15º y 16º). Asimismo, se pone a cargo de los Municipios lo relativo a la licencia y habilitación de establecimientos comerciales e industriales (inc. 17º).

Se les asigna el poder de policía en todos los asuntos de interés local y, en particular, en las materias relativas a tránsito, vialidad y comunicaciones locales; planeamiento urbano; espacios públicos; infraestructura; seguridad, uso y ocupación de bienes públicos; higiene, moralidad y salubridad; recreación, deportes y espectáculos públicos; y servicios públicos locales (inc. 18º).

Asimismo, se les reconocen facultades concurrentes, con la Nación y con la Provincia, en la elaboración, ejecución y contralor de planes de obras y servicios públicos; educación y cultura; salud y acción social; y en general con relación a todas las políticas de desarrollo y fomento que se realicen o incidan en su ámbito territorial (inc. 19º); y de participar con la Provincia en la formulación y ejecución de políticas de seguridad ciudadana, defensa civil y desarrollo económico y social (inc. 20º).

A modo de cláusula de cierre, de modo similar al que lo preveían los Despachos suscriptos por los Convencionales Correa y otros (
) y por el Convencional Soria (
) en 1994, se habilita el ejercicio, por parte de los municipios, de las demás atribuciones inherentes a las competencias enumeradas en el nuevo art. 193 y las que implícitamente deriven de ellas, de las demás enunciadas en esta Constitución, y de la titularidad del gobierno y la administración de los asuntos locales, dictando las normas y actos que sean necesarios o convenientes para hacer efectivos los poderes municipales (inc. 21º). 

Se trata esta última de una atribución de competencia de carácter residual, dirigida a aprehender ámbitos que no hayan sido previstos en los anteriores incisos del nuevo art. 193, pero que sean inherentes o se encuentren implícitos en la función que se encomienda a los Municipios.

Como surge de la enunciación, se aprecia una evidente asimetría entre las disposiciones actuales de la Sección Séptima de la Constitución Bonaerense y el texto que se propone. 

Con relación al régimen actual, Rosatti ha señalado que en la Constitución bonaerense y en la legislación dictada en su consecuencia “hay un reconocimiento de la competencia que a algunos intendentes les parecerá escasa y a otros abundante, pero que en términos generales cumple con la pauta razonable mínima” (
).

Se comparta o no esa apreciación, lo cierto es que el texto que se propone asigna a los Municipios un ámbito competencial claramente más extenso, determinante de una “materia propia” municipal plenamente acorde con la categorización del Municipio como ente autónomo. Y, lo que es decisivo, delimitado en el propio texto constitucional, y no en disposiciones legales (como la Carta Orgánica de las Municipalidades) pasibles de modificación por simples mayorías en la Legislatura.

Este amplio reconocimiento es complementado por otras disposiciones esenciales para facilitar y garantizar el pleno ejercicio de las atribuciones conferidas a los Municipios.

Así, el nuevo art. 193 bis sienta el deber de colaboración del Gobierno de la Provincia para con las Municipalidades, en los relativo al cumplimiento de sus atribuciones, precepto que hemos extraído del actual art. 192, segunda parte, de la Constitución de la Provincia de Córdoba (
).

Asimismo, se establece que los Municipios deben ser consultados oportunamente cuando las autoridades nacionales o provinciales, en ejercicio de atribuciones propias, proyecten o realicen emprendimientos que afecten o pudieren afectar los intereses del Municipio. Hemos seguido en este punto la previsión contenida en los despachos suscriptos por los Convencionales Correa y otros (
) y por el Convencional Soria (
), en 1994, sin perjuicio de ligeras adecuaciones. 

Ambas disposiciones sientan los deberes de colaboración y consulta con relación a los Municipios, en aquellas materias que les resultan propias, a fin de evitar que un desconocimiento de esos principios pueda afectar o desnaturalizar el pleno ejercicio de las competencias atribuidas por el nuevo texto constitucional. Ese deber de colaboración y consulta sólo encontrará su límite en la obligación de los Municipios de no obstaculizar el ejercicio, por parte de la Provincia, de los poderes que le atribuyen la Constitución y las leyes válidamente dictadas en su consecuencia, establecido en el nuevo art. 194, al que nos referiremos más adelante.

A fin de evitar vacíos legales o contradicciones normativas, nuestra iniciativa contempla la incorporación del art. 193º ter, que facilita la determinación de la legislación aplicable, según los distintos supuestos que pueden presentarse.

Como ya se observó, este proyecto confiere a los Municipios “autonormatividad constituyente”, de modo que aquellos podrán dictar sus propias Cartas Orgánicas locales, que tendrán preeminencia, en su ámbito territorial, respecto de la Carta Orgánica de las Municipalidades sancionada por la Legislatura. También está previsto que los Municipios ejerzan su poder legisferante en aquellas materias que pasan a ser de competencia.

Ahora bien, nuestra iniciativa prevé que con relación a los Municipios que no procedan a sancionar su Carta Orgánica y las ordenanzas dirigidas a ejercer los poderes y atribuciones conferidos por la Constitución, mantendrán su vigencia y serán de aplicación la Ley Orgánica de las Municipalidades dictada por la Legislatura y la legislación provincial relativa a la materia de que se trate (nuevo art. 193º ter, primer párrafo). 

Esta previsión estaba contemplada en el Proyecto de Enmienda de 1990 (
), de cara al supuesto de que algunos Municipios no dictaran sus Cartas Orgánicas locales, o hasta tanto lo hicieran. Nosotros hemos ampliado el alcance de esa disposición para comprender también la posibilidad de que los Municipios no sancionen las ordenanzas dirigidas a ejercer los poderes y atribuciones que el nuevo texto constitucional les asigna.

A los mismos fines, se dispone que la Carta Orgánica de las Municipalidades y la legislación provincial serán también de aplicación supletoria, en todo cuanto no se opongan a la legislación sancionada por los Municipios en ejercicio de sus atribuciones (nuevo art. 193 ter, segundo párrafo).

Consideramos que de esta forma se evita, o al menos se reduce considerablemente, la posibilidad de que existan lagunas o vacíos legales en determinadas materias.

No lo aclara el artículo, pero es evidente que también mantendrá su vigencia la normativa provincial referida a cuestiones que sigan siendo de competencia provincial, o en las cuales las potestades municipales sean sólo concurrentes con las de la Provincia. 

Por último, el texto que proponemos habilita a los Municipios a celebrar convenios entre sí y a constituir organismos intermunicipales, consorcios o cooperativas de vecinos para la realización de obras públicas, prestación de servicios, cooperación técnica, asistencia financiera o actividades de interés común (nuevo art. 194 bis, primer párrafo); en forma similar a la que lo hacía el Proyecto de Enmienda de 1990 (
). 

También se los autoriza a realizar acuerdos con la Provincia, entes descentralizados, o con la Nación, con intervención de la Provincia, para el ejercicio coordinado de atribuciones concurrentes y la persecución de intereses comunes (nuevo art. 194 bis, segundo párrafo); posibilidad prevista en el Despacho suscripto por los Convencionales Correa y otros (
).

Asimismo, seguimos al Proyecto de Enmienda de 1990 (
) en cuanto a la habilitación a los Municipios para constituir entre sí, o con la Provincia, órganos de gobierno o planeamiento regional, cuya creación deberá ser aprobada por ley; la cual a su vez deberá disponer el origen de los recursos y la atribución de competencias a favor del nuevo organismo, las que posteriormente no podrán ser ejercidas por los Municipios que lo integren (nuevo art. 194 bis, tercer párrafo).

Estas alternativas expresan de alguna manera estadios previos respecto de otra cuestión, no prevista en nuestra iniciativa, pero con relación a la cual trabajáramos oportunamente (
), referida a la posibilidad de que los Municipios constituyan regiones entre sí, la cual por supuesto podrá ser abordada en el marco del tratamiento legislativo de este proyecto.

III. 5. Autodeterminación política

Con respecto a la capacidad de autodeterminación política, el último de los atributos de la autonomía que enuncia Rosatti, el texto que se propone también avanza hacia el reconocimiento de mayores garantías a los Municipios.

Sobre este aspecto, la Constitución vigente dispone que “los conflictos internos de las municipalidades, sea que se produzcan entre los departamentos ejecutivo y deliberativo, sea que ocurran en el seno de este último, los de las distintas municipalidades entre sí o con otras autoridades de la Provincia, serán dirimidos por la Suprema Corte de Justicia” (actual art. 196). 

Para Rosatti, la existencia de “una posibilidad de resolver los conflictos entre municipios y municipio con provincia por medio de un tribunal judicial, con la garantía del máximo tribunal judicial de la provincia (...) cumpliría razonablemente con la pauta de la autodeterminación política” (
).  

En coincidencia con esa óptica, hemos mantenido esa disposición constitucional, que estará prevista en el nuevo art. 197. Sólo hemos modificado su redacción, tomando la que preveía el Proyecto de Enmienda de 1990 (
), aunque agregamos que el procedimiento a seguir será el que determine la Ley, para excluir esta regulación del ámbito de las Cartas Orgánicas locales y garantizar la existencia de un texto único para toda la Provincia

Sin embargo, impulsamos la incorporación de garantías sustantivas en materia de acefalía, extraídas mayormente del Proyecto de Enmienda de 1990 (
), aunque acentuando el rol de la Legislatura, de conformidad con el espíritu en los Despachos de la Comisión de “Poderes, Interpretación, Reglamento, Redacción y Coordinación General” suscriptos por el Convencional Soria (
) y por los Convencionales Cruchaga y otros (
) en la Constituyente de 1994, como así también en otras iniciativas en las que trabajáramos en esa oportunidad (
).

La norma propuesta dispone, al igual que la Constitución actual (art. 197), que en caso de acefalía de una Municipalidad, el Poder Ejecutivo convocará a elecciones para constituirla. Se aclara, como lo hacía el Proyecto de Enmienda de 1990, que en esa elección se elegirán autoridades para completar los mandatos correspondientes, y agregamos que los comicios deberán realizarse dentro de los tres meses de producido el hecho generador. Sólo se autoriza a prorrogar ese plazo a la Legislatura, que deberá disponerlo con el voto de los dos tercios del total de sus miembros (nuevo art. 197 bis, primer párrafo).

A su vez, añadimos que la Legislatura autorizará al Poder Ejecutivo a designar un Comisionado a efectos de garantizar el funcionamiento regular de los servicios municipales; aclarándose que en caso de receso de la Legislatura, el Poder Ejecutivo efectuará directamente esa designación, debiendo convocar de inmediato a sesiones extraordinarias (
) (nuevo art. 197 bis, segundo párrafo). 

También seguimos el espíritu del Proyecto de Enmienda de 1990 de reducir al máximo posible los efectos de esta forma de intervención en los poderes locales, al disponer que el Comisionado que designe el Poder Ejecutivo se limitará a atender los asuntos ordinarios, con arreglo a la Carta Orgánica local, o en su defecto a la Carta Orgánica de las Municipalidades (
), y a las ordenanzas vigentes (
) (nuevo art. 197 bis, tercer párrafo). 

En forma concordante, la norma prevé que los nombramientos que efectúe el Comisionado tendrán carácter provisorio y caducarán con la asunción de las autoridades electas, previéndose que esa asunción deberá producirse dentro de los treinta días siguientes a los comicios convocados con arreglo a lo dispuesto en el primer párrafo (nuevo art. 197 bis, cuarto párrafo).

Es evidente que todas estas disposiciones contribuyen a asegurar la plena vigencia de la autonomía consagrada.

III. 6. Otros aspectos de la reforma

En nuestra iniciativa se mantienen en vigencia los preceptos contenidos en los actuales arts. 194 y 195 de la Constitución provincial, en materia de responsabilidad de funcionarios y empleados municipales y actos celebrados por autoridades irregularmente constituidas.

Entendemos que el contenido moralizador y republicano de esas disposiciones no está en pugna con el reconocimiento de la autonomía municipal, en virtud de lo cual mayormente sólo hemos efectuado modificaciones en su redacción y numeración, a fin de compatibilizarlos con el nuevo escenario normativo.

En ese sentido, el nuevo art. 196, primer párrafo, dispone que los funcionarios y empleados municipales son personalmente responsables, no sólo de cualquier acto definido y penado por la ley, sino también por los daños y perjuicios provenientes de la falta de cumplimiento a sus deberes. 

El segundo párrafo agrega que la Carta Orgánica local o, en su defecto, la Carta Orgánica de las Municipalidades sancionada por la Legislatura, determinarán las causas, forma y oportunidad de destitución de los funcionarios y empleados municipales que sean inconvenientes o perjudiciales en el desempeño de sus cargos.

A las causales genéricas de destitución (
) previstas en el texto actual (“deficiencias de conducta” e “incapacidad”) hemos incorporado la de “mal cumplimiento de sus funciones”, de conformidad con lo previsto en el art. 213 del Proyecto presentado por Quiroga Lavié en el “Primer Congreso Bonaerense de Derecho Público Provincial y Municipal”, realizado en 1984 (
).

El nuevo art. 196 bis, en tanto, establece que serán de ningún valor los actos y contratos emanados de autoridades municipales que no estén constituidas en la forma que prescriben la Constitución y la Carta Orgánica local o, en su defecto, la Carta Orgánica de las Municipalidades sancionada por la Legislatura. 

III. 7. Conclusiones.

En función de todo lo expuesto, estamos en condiciones de afirmar que la propuesta que impulsamos implementa en forma efectiva la autonomía municipal reconocida en el nuevo art. 190.

En efecto, a partir del conjunto de disposiciones enmarcadas en el nuevo texto de la Sección Séptima de nuestra Constitución, los Municipios gozarán de autonomía en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero, como lo exige el art. 123 de la Carta Magna federal. 

Por ello hemos también redenominado la Sección, que a partir de ahora se ocupará “Del municipio”, sustituyéndose la expresión “Del régimen municipal”, vigente en la actualidad, que como ha señalado Zuccherino (
) denota un inequívoco sentido de dependencia, contrario a los postulados con los que se identifica nuestra propuesta. 

Esa autonomía municipal es reconocida, como se indica en la parte final del art. 190, con arreglo a las normas de la Constitución provincial y a las leyes que en su consecuencia se dicten; principio que aparece complementado por el nuevo art. 194, al disponerse que los Municipios deben cooperar con el Gobierno de la Provincia para hacer cumplir la Constitución y las leyes dictadas en su consecuencia.

Esta última disposición, que hemos tomado de la Constitución de Córdoba (
), constituye un precepto análogo al que prevé la Constitución Nacional en su art. 128, según el cual “los gobernadores de provincia son agentes naturales del Gobierno Federal para hacer cumplir la Constitución y las leyes de la Nación”.
Su incorporación tiende a precisar que, aun después de la reforma de 1994, las Provincias siguen siendo un nivel de gobierno que se encuentra en un grado superior al de los Municipios; del mismo modo que las Provincias, sobre cuya autonomía nunca existieron dudas, son parte integrante y subordinada a una comunidad superior, soberana, como es el Estado Nacional.

Desde esta perspectiva, entendemos que la eliminación de las ataduras actuales y la consagración de la autonomía municipal, lejos de conducir a la dispersión o a la disociación de esfuerzos, podrá liberar las mayores potencialidades de los poderes locales, para complementarlas con aquellas propias del orden provincial, a los fines de una mejor administración y gobierno para todos los bonaerenses.

IV. La modalidad de reforma elegida. El plebiscito como instrumento de participación popular

Como modalidad de reforma hemos elegido el mecanismo de Enmienda, previsto en el actual art. 206, inc. b), de la Constitución Bonaerense. Según esa disposición, la ley de reforma debe contener “la enmienda proyectada y ésta será sometida a plebiscito en la primera elección que se realice (…) El voto será expresado en pro o en contra de la enmienda y su resultado será comunicado por la Junta Electoral al Poder Ejecutivo y a la Legislatura, para su cumplimiento”.
Consideramos que esa modalidad es la adecuada para asegurar la participación popular y la intervención de todos los sectores con interés en la problemática que nos ocupa, además de resultar menos onerosa que la convocatoria a una Convención Constituyente.

No soslayamos que, luego del fracaso de la iniciativa reformista de 1990, uno de los ejes sobre los cuales se apoyaron las críticas tuvo que ver con la modalidad de reforma adoptada, a tal punto que el mecanismo de convocatoria a plebiscito popular fue señalado como una de las causales del rechazo. De todos modos, entendemos que esa apreciación, además de exhibir una mirada parcial sobre lo ocurrido en ese momento histórico, no es suficiente para descalificar este valioso instrumento que prevé la Constitución bonaerense.

Debe recordarse que en el plebiscito de 1990 se convocó a la ciudadanía a pronunciarse sobre modificaciones a alrededor de un centenar de artículos, que implicaban un reforma global y abarcativa de casi todos los aspectos de la Constitución provincial (
). Ello incidió en la falta de conocimiento de la ciudadanía con relación al contenido de la reforma, y generó, por cierto, importantes resquemores sobre los efectos últimos que podría deparar su aprobación. 

En este caso, en cambio, si bien nuestra iniciativa se refiere a un aspecto de suma importancia, como es el sistema municipal  (
), es evidente que resulta mucho menos ambiciosa que la propuesta de 1990, tanto en cantidad de artículos como en las materias objeto de la reforma. 

Consideramos por ende que la difusión que tenga esta iniciativa durante su tratamiento, como así también el efectivo cumplimiento por parte del Poder Ejecutivo provincial de lo dispuesto en el art. 7º del presente proyecto de ley, permitirían brindar a la población un conocimiento acabado del contenido de la reforma.

También entendemos que la utilización de esta modalidad puede generar un adecuado espacio para la participación de todos los sectores interesados en esta problemática en oportunidad del tratamiento legislativo de esta iniciativa. En efecto, la Legislatura, sin las limitaciones temporales y formales que caracterizan a una Convención, estaría en condiciones de erigirse en el ámbito propicio para que esos sectores expongan sus ideas con anterioridad a la sanción del articulado que finalmente se sometería a consideración de la ciudadanía. 

Nos referimos a los representantes de todas las fuerzas con representación legislativa, pero también a los funcionarios del Poder Ejecutivo, a los intendentes municipales, a los representantes de las organizaciones intermedias y, especialmente, a los estudiantes y cuerpos docentes de las Universidades con asiento en nuestra Provincia, a quienes invitamos desde ahora a exponer sus opiniones y aportes con relación a la materia que nos ocupa.

Desde luego que la discusión que proponemos no puede diferir indebidamente el cumplimiento del mandato constitucional  previsto en el art. 123 de la Constitución Nacional. Pero tampoco cabe soslayar que una reforma como la que se promueve no sólo presupone un importante nivel de consenso por parte de las principales fuerzas políticas, sino que éste debe ser acompañado por la convicción de los sectores interesados respecto de la necesidad y la conveniencia del contenido de la reforma. En última instancia, será el pueblo de la Provincia el que en definitiva se expida por la aprobación o el rechazo del articulado sometido a su consideración.

Por lo demás, consideramos que en los tiempos que corren, en los cuales no es frecuente la participación social en el campo de la política y decae el interés por la cosa pública, es necesario revalorizar todos aquellos instrumentos que coadyuvan a una mayor intervención de la sociedad civil. 

Hacemos propias, en este sentido, las consideraciones expuestas por Eduardo Fernando Luna con relación a los mecanismos contemplados en algunas constituciones provinciales, que prevén la consulta popular con carácter previa a la concreción de la reforma, y que al menos en principio resultan trasladables al instrumento regulado en el art. 206, inc. b), de la Carta Magna bonaerense:

“Es evidente que esta instancia, en la que el pueblo de la provincia debe manifestarse a favor o en contra de la reforma proyectada, constituye un acto de verdadera democracia participativa que abre canales de comunicación entre la sociedad y el poder y que legitiman decisiones de éste, más cuando ellas se dan sobre materias trascendentes como lo son las referentes a la reforma constitucional. Nota participativa que asume mayor valor en los tiempo actuales en que el constitucionalismo provincial se manifiesta decididamente por una mayor democratización del poder” (
).

En consecuencia de todo lo expuesto, entendemos que el mecanismo de plebiscito, acompañado de una debida campaña de difusión e información a la ciudadanía sobre el contenido y alcance del texto que finalmente sea aprobado por la Legislatura, con la participación y el aporte de todos los sectores interesados, representa la mejor de las alternativas para la reforma de nuestra Constitución en materia municipal.


*
*
*
*
*

Por las razones desarrolladas, sometemos la presente iniciativa a consideración de esta Legislatura y de todos los sectores interesados en esta problemática, con la convicción y la confianza de que será el primer paso para dar cumplimiento con el mandato del constituyente federal y ver consagrada la autonomía de los Municipios en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires.

(�) El artículo 123 de la Constitución Nacional establece: “Cada provincia dicta su propia constitución, conforme a lo dispuesto por el artículo 5º asegurando la autonomía municipal y reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero”.


(�) La reforma de la Constitución explicada por miembros de la Comisión de Redacción, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 1994, pág. 222.


(�) Constitución de la Nación Argentina. Comentada y concordada, 2ª edición ampliada y actualizada, La Ley, Buenos Aires, 2003, pág. 45.


(�) La reforma de la Constitución Nacional fue publicada en el Boletín Oficial con fecha 23.08.1994 y luego jurada por las autoridades respectivas. La Convención Constituyente de la Provincia de Buenos Aires sancionó la reforma con fecha 13.09.1994, esto es aproximadamente veinte días después de que la Carta Magna Federal había incorporado el art. 123.


(�) Constitución de la Provincia de Buenos Aires. Comentario a las reformas y notas de jurisprudencia, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 1995, pág. 10.


(�) “El municipio argentino en las Constituciones Federal y Bonaerense de 1994”, en Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad Nacional de La Plata, 1997, T. XXXIII, pág. 49. 


(�) En el plebiscito votaron 5.947.492 personas. Por el NO a la enmienda constitucional se registraron 3.909.365 sufragios (65.73%); por el SI, 1.900.827 votos (31.96%), mientras que 137.300 personas (2,30%) votaron en blanco.


(�) “Reformas constitucionales y municipios”, LL, 1995-A-724 (esp. pág. 727). 


(�) “Procedimiento administrativo municipal”, en “Jornadas de la Asesoría General de Gobierno de la Provincia de Buenos Aires”, pub. en Revista Régimen de la Administración Pública – Provincia de Buenos Aires, julio 2004, año II, Nº 16, pág. 8. 


(�) “Algunos perfiles de la Enmienda a la Constitución de la Provincia de Buenos Aires”, pub. en ED, 136-858 (esp. pág. 862).


(�) “Fallos”, 114:282. En esa oportunidad, la Corte Suprema consagró el concepto de la autarquía del municipio, al afirmar que éstos eran “delegaciones de los mismos poderes provinciales, circunscriptas a fines y límites administrativos, que la Constitución ha previsto como entidades del régimen provincial y sujetas a su propia legislación”. Ese criterio fue reiterado en “Fallos”, 123:313, 308:403, entre otros.


(�) “El régimen municipal de la Constitución (a propósito del cabildo alberdiano)”, pub. en LL, 1985-C-997.


(�) Como destaca María Gabriela Abalos de Mosso, en las Cartas provinciales sancionadas entre 1986 y 1993 “se acentúa el reconocimiento del municipio como una entidad jurídico-política y como una comunidad natural con vida propia e intereses específicos, consagrándose además la independencia del gobierno comunal ante todo otro poder provincial. Este momento del constitucionalismo provincial se caracteriza por inclinarse, con matices, a consagrar la autonomía municipal, plena o semiplena” (“El Régimen Municipal de la Constitución Nacional”, en Derecho Constitucional de la Reforma de 1994, Instituto Argentino de Estudios Constitucionales y Políticos, Depalma, Mendoza, 1995, T. II, pág. 411/412).


(�) LL, 1989-C-47, con comentario de Alberto Bianchi (“La Corte Suprema ha extendido carta de autonomía a las municipalidades”). En este precedente, tras recordar su clásica tesis respecto de la condición de entes autárquicos de los municipios, la Corte sostuvo que “un nuevo y más detenido examen de la cuestión” aconsejaba “revisar esa doctrina”. El Alto Tribunal concluyó que: “...mal se avienen con el concepto de autarquía diversos caracteres de los municipios, tales como su origen constitucional frente al meramente legal de las entidades autárquicas; la existencia de una base sociológica constituida por la población de la comuna, ausente en tales entidades; la imposibilidad de su supresión o desaparición, dado que la Constitución asegura su existencia, lo que tampoco ocurre con los entes autárquicos; el carácter de legislación local de las ordenanzas municipales frente al de resoluciones administrativas de las emanadas de las autoridades de las entidades autárquicas; el carácter de personas jurídicas de derecho público y de carácter necesario de los municipios (art. 33, Cód. Civil, y especialmente la distinción hecha en el texto originario de Vélez Sársfield), frente al carácter posible o contingente de los entes autárquicos; el alcance de sus resoluciones, que comprende a todos los habitantes de su circunscripción territorial y no sólo a las personas vinculadas, como en las entidades autárquicas; la posibilidad de creación de entidades autárquicas en los municipios, ya que no parece posible que una entidad autárquica cree a otra entidad autárquica dependiente de ella; y la elección popular de sus autoridades, inconcebible en las entidades autárquicas” (Considerando 8º).


(�) Hernández, Antonio María, “Municipio, relaciones interjurisdiccionales y desarrollo sustentable”, pub. en LL, 2001-C-993 (esp. pág. 1001).


(�) Fallo P. 95. XXXIX (24.02.2005). Ver considerando 12º, voto de los Dres. Enrique Petracchi, Augusto Belluscio, Juan Carlos Maqueda y Elena Highton, al que adhiere también el Dr. Ricardo Lorenzetti, en su voto concurrente.


(�) “La Corte Suprema ha extendido...”, pág. 66.


(�) Spota, Alberto A., “Ensayo sobre el artículo 123 de la Constitución Nacional y la autonomía de los municipios”, pub. en LL, 2001-E-946.


(�) Di Capúa, Sebastián, “Autonomía municipal: de las grandes declaraciones, hacia su implementación práctica”, Revista RAP – Buenos Aires, 3-15.


(�) Op. cit., pág. 58.


(�) Constitución de la Nación Argentina Comentada, Zavalía, Buenos Aires, 1996, págs. 704-705. Este autor agrega, con expresa referencia a la problemática que nos ocupa: “No podrá una provincia, como ha sucedido en la Constituyente de Buenos Aires, dejar de implementar un modo de autonomía en cada uno de los rubros indicados por dicha norma” (op. cit., pág. 705).


(�) “El régimen municipal de la Provincia de Buenos Aires”, en “Jornadas de la Asesoría General de Gobierno de la Provincia de Buenos Aires”, pub. en Revista Régimen de la Administración Pública - Provincia de Buenos Aires, julio 2004, año II, Nº 16,  pág. 29.


(�) Así lo ha destacado Carlos M. A. Mosca, “La Reforma de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires. Reforma necesaria y sustancial”, LL, 1990-D-1167.


(�) Diario “Clarín”, 7 de agosto de 1990.


(�) Op. cit., pág. 56.


(�) De acuerdo con la visión expresada por Ricardo Kirschbaum en “Clarín” del 6 de agosto de 1990, "La reforma estuvo en juego pero la confusión popular sobre qué era lo que se votaba puso a la administración en el centro de la escena" (pág. 10). Este mismo editorialista concluyó: "La votación de ayer se resolvió por cuestiones más pragmáticas que ideológicas. Es decir, la decisión se adoptó mayoritariamente por lo que los votantes sienten en carne propia todos los días. En esa perspectiva, la protesta encontró una forma de expresarse nítida y rotunda" (pág. 11)


(�) Cabe recordar que, el mismo día de la votación, desde las páginas editoriales de “La Nación”, Atilio Cadorín expresaba: "Hoy los ciudadanos de la provincia de Buenos Aires, bajo la forma de un plebiscito para modificar la Constitución de la provincia, se pronunciarán en favor o en contra de la gestión de Antonio Cafiero" (pág. 2).


(�) Despacho de mayoría, suscripto por los convencionales Juan Carlos Correa, José Luis Lazarini, Luis M. Alsinet, Hector Cháves, Luis Genoud, dardo Ottonello, sonia Herrera y Fernando Klappenbach; y despachos de minoría suscriptos (i) por el convencional Daniel Soria, y (ii) por los convencionales Melchor Cruchaga, roberto Pagni, Pablo Pinto, francisco Fuster, hector Gatti, Guillermo Oliver y Daniel  Cieza.


(�) (i) Despacho suscripto por Guillermo Oliver, Rafael Sunde, Mario Daul, Pablo Pinto, Carlos González y Alfredo Irigoin, con disidencias parciales; (ii) despacho suscripto por Baldomero Alvarez de Oliveira y Tomás Visciarelli; y (iii) despacho suscripto por Oscar Mingote, Néstor Mario Conti y Juan Carlos Lattuada.


(�) Tratado de Derecho Municipal, 2ª edición actualizada, Rubinzal Culzoni, Santa Fe, 1997, T. I, pág. 94.


(�) Decreto-ley 6769/58 y sus modificatorias. 


(�) “El régimen municipal...”, pág. 28.


(�) Hemos tomado esta exigencia del Despacho de la Comisión de “Poderes, Interpretación, Reglamento, Redacción y Coordinación General” suscripto por el Convencional Soria (art. 186, inc. 3º), sin perjuicio de haber introducido algunos cambios en su redacción.


(�) Estos principios son, en materia de empleo público, los previstos en el art. 103, inc. 12, de la Constitución provincial, es decir “idoneidad, escalafón, estabilidad, uniformidad de sueldos en cada categoría e incompatibilidades”; mientras que en lo relativo a la responsabilidad de los funcionarios las Cartas locales no podrán apartarse del precepto básico contenido en el actual art. 194 de la Constitución bonaerense, que mantenemos como nuevo art. 195.


(�) Como actualmente lo exige el art. 193, inc. 1º.  


(�) Limitación que, en sustancia, ya venía impuesta en el Proyecto de Enmienda de 1990 (art. 181, párrafo segundo).


(�) Tratado Elemental de Derecho Constitucional Argentino, 3ª edición, Ediar, 2000, T. I-A, pág. 506.


(� ) Como agudamente apunta este autor, no es idéntica la incidencia regional de un partido de trescientos mil habitantes en el conurbano que en otro lugar de la Provincia (“El régimen municipal...”, pág. 30).


(�) Así lo establecía también el art. 187, primer párrafo, del Proyecto de Enmienda de 1990.


(�) Tratado..., T. I, pág. 96.


(�) “El régimen municipal...”, pág. 29.


(�) Seguimos en este punto el Despacho de la comisión de “Poderes, Interpretación, Reglamento, Redacción y Coordinación General” suscripto por el convencional Correa y otros en la Convención de 1994 (art. sin número).


(�) “Fallos”, 1:297; 167:121; 190:581, entre muchos otros.


(�) Seguimos en este punto el Despacho de la comisión de “Poderes, Interpretación, Reglamento, Redacción y Coordinación General” suscripto por el Convencional Soria (art. 181 ter).


(�) Art. 181, tercer párrafo.


(�) Art. 191, inc. 3º.


(�) Art. 182, último párrafo.


(�) “El régimen municipal...”, pág. 29.


(�) “El régimen municipal...”, pág. 29.


(�) “La Corte Suprema ha extendido…”, pub. en LL, 1989-C-47 (esp. pág. 70). El autor se refería al entonces art. 183, inc. 7º, de la Constitución bonaerense, cuyo texto mantiene el actual art. 192, inc. 7º.


(�) Ver la versión taquigráfica oficial de la Convención Constituyente, 24ª Reunión, tercera sesión ordinaria (continuación), realizada con fecha 04.08.1994, pág. 3191.


(�) “La autonomía de los municipios de provincia: sus posibles consecuencias tributarias (primera parte)”, LL, 1996-D-1173 (esp. pág. 1194).


(�) El texto del inc. 30 del art. 75 de la Constitución Nacional, que alude a los establecimientos de utilidad nacional, prevé: "(...) las autoridades provinciales y municipales conservarán el poder de policía e imposición sobre estos establecimientos, en tanto no interfieran en el cumplimiento de aquellos fines" (es decir, los "fines específicos de los establecimientos de utilidad nacional). Sostiene Baistrocchi que el lenguaje de este inc. 30 parece dar sustento a la tesis de que la existencia del poder tributario de los municipios, no está condicionado al previo dictado de normas provinciales que establezcan dicho poder. Y ello es así porque este inciso presupone que todo municipio de provincia debe tener, necesariamente, "poder de imposición" (“La autonomía de los municipios de provincia: sus posibles consecuencias tributarias (primera parte)”, pág. 1188).


(�) Así lo reconoció el propio Bianchi, al comentar esa iniciativa. Ver “Algunos perfiles de la enmienda a la Constitución de la Provincia de Buenos Aires”, pub. en ED, 136-858 (esp. pág. 862).


(�) Baistrocchi, “La autonomía de los municipios de provincia: sus posibles consecuencias tributarias (primera parte)”, pág. 1180.


(�) Baistrocchi, “La autonomía de los municipios de provincia: sus posibles consecuencias tributarias (primera parte)”, pág. 1196.


(�) Art. 75, inc. 18, Constitución Nacional.


(�) Art. 75, inc. 30, Constitución Nacional.


(�) Art. 75, inc. 13, Constitución Nacional.


(�) Así por ejemplo, el art. 4º y el inc. 1º del art. 75 de la Constitución Nacional, que implícitamente prohíben que los municipios creen derechos de importación y exportación. 


(�) “La autonomía de los municipios de provincia: sus posibles consecuencias tributarias (segunda parte)”, LL, 1996-D-1197 (esp. pág. 1199).


(�) El art. 183, inc. a), disponía que “La facultad (de los municipios) de crear impuestos podrá ser concurrente con la de la Provincia...”.


(�) Baistrocchi, “La autonomía de los municipios de provincia: sus posibles consecuencias tributarias (segunda parte)”, pág. 1200, con cita de Frankfurter, Félix, “Mr. Justice Holmes and the Supreme Court”, The Belknap press of Harvard University Press, Cambridge, Massachussets, 1961, pág. 89. 


(�) Cabe recordar, en este sentido, que en el Despacho Final de la Comisión sobre “Régimen Municipal” del “Primer Congreso Bonaerense de Derecho Público Provincial y Municipal”, se incluyó entre las sugerencias que “corresponde a la autonomía financiera el derecho a imponer tasas, impuestos y contribuciones, armonizándolas con las prerrogativas tributarias nacionales y provinciales, a fin de evitar superposiciones impositivas” (el subrayado nos pertenece) (Aportes para la Reforma de la Constitución Provincial, publicación oficial, Buenos Aires, 1984, T. I, pág. 346).


(�) Baistrocchi, “La autonomía de los municipios de provincia: sus posibles consecuencias tributarias (segunda parte)”, pág. 1209.


(�) Ley 23.548.


(�) ADLA, XXXVIII-A,427; XLVIII-A, 53.


(�) “La autonomía de los municipios de provincia: sus posibles consecuencias tributarias (segunda parte)”, pág. 1213.


(�) Señala Rosatti que “desde un punto de vista práctico, pretender -al interior de una provincia- el acuerdo unánime de decenas o centenares de municipios gobernados por partidos políticos de distinto signo, parece poco menos que una tarea imposible. Pero este argumento no debe ser asumido como una coartada apriorística para eludir la consulta, sino para acotarla a límites razonables, según parámetros objetivos que garanticen la efectiva participación local y que -a la vez- frustren las posibilidades de boicot de las decisiones cuando éstas son mayoritarias”. En definitiva, este autor admite la posibilidad de que la Provincia se obligue en representación de sus municipios, aunque precisa que “la adhesión provincial debe ser fruto de la conformidad mayoritaria de los municipios de su jurisdicción, y (…) emerger de la negociación paciente entre los distintos estamentos territoriales de gobierno” (Tratado de Derecho Municipal, 2ª edición actualizada, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 1998, T. III, pág. 259/260).


(�) Esto ha sido advertido, entre otros, por Enrique G. Bulit Goñi (“Algunas cuestiones tributarias en la Reforma Constitucional”, La Información, T. 70, pág. 823, esp. pág. 834), con cita de la propuesta formulada en ese sentido por el Consejo Directivo de la Asociación Argentina de Estudios Fiscales, en su declaración de fecha 26.04.1994.


(�) El Proyecto de Enmienda de 1990 establecía, en su art. 183, inc. c), que los recursos provenientes del régimen de coparticipación provincial de impuestos “no podrá ser inferior al 20 % de la masa coparticipable formada por la totalidad de los recursos impositivos de origen nacional y la coparticipación federal que perciba la Provincia”.


(�) Hemos seguido mayormente en este punto el Despacho suscripto por los Convencionales Correa y otros en 1994 (art. sin número).


(�) Rosatti, Tratado…, T. III, pág. 263.


(�) Rosatti, Tratado…, T. III, pág. 263.


(�) Art. 184, inc. 7º.


(�) Despacho suscripto por los Convencionales Correa y otros (art. sin número); por el Convencional Soria (art. 186, 2º) y por los convencionales Cruchaga y otros (art. sin número).


(�) Art. 147.


(�) "El régimen municipal en la Provincia de Buenos Aires”, pub. en JA, 1996-III-612.


(�) Ver la versión taquigráfica oficial de la Convención Constituyente, 24ª Reunión, tercera sesión ordinaria (continuación), realizada con fecha 04.08.1994, pág. 3191. 


(�) Considerando 16º.


(�) “Fallos”, 325:1249. Esta doctrina ha sido reiterada recientemente in re “Ponce, Carlos A. c/ San Luis, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”, en el Punto VIII del dictamen del Procurador General, al que adhirió la mayoría del tribunal.


(�) Op. cit., pág. 56.


(�) Art. 193, inc. 4º, Constitución bonaerense actual.


(�) Art. sin número.


(�) Art. 184, inc. 24.


(�) “El régimen municipal...”, pág. 29.


(�) Esta norma prevé: “...El Gobierno provincial debe colaborar, a requerimiento de las Municipalidades, para el cumplimiento de sus funciones específicas”.


(�) Art. sin número.


(�) Art. 183, ter.


(�) Art. 187, primer párrafo.


(�) Artículo 185, primer párrafo.


(�) Artículo sin número.


(�) Artículo 185, tercer párrafo.


(�) Ver, en este sentido, proyecto identificado como Expediente C/252/94, presentado en el seno de la Convención Constituyente Provincial de 1994 por los convencionales Baldomero Alvarez de Oliveira y Oscar Peralta, elaborada conjuntamente con los legisladores justicialistas de la Comisión de Asuntos Municipales de la Cámara de Diputados de la Provincia, Juan Carlos Veramendi, Carlos Bonicatto, G. Carballal, Victorio Migliario y N. Giorno. 


(�) ”El régimen municipal...”, pág. 29.


(�) Art. 185, segundo párrafo.


(�) Art. 188.


(�) Art. 188.


(�) Art. sin número.


(�) Ver, en este sentido, proyecto identificado como Expediente C/251/94, presentado en el seno de la Convención Constituyente Provincial de 1994 por los convencionales Baldomero Alvarez de Oliveira y Oscar Peralta, elaborado conjuntamente con los legisladores justicialistas de la Comisión de Asuntos Municipales de la Cámara de Diputados de la Provincia, Juan Carlos Veramendi, Carlos Bonicatto, G. Carballal, Victorio Migliario y N. Giorno (art. 191).


(�) En ejercicio de la potestad que le atribuye el art. 86 de la Constitución provincial.


(�) Esta aclaración tiende a despejar toda duda respecto de la imposibilidad de que el Comisionado dicte la Carta Orgánica Local, en caso de no existir ésta al momento de su designación.


(�) Destacamos que el Proyecto de Enmienda de 1990 hablaba también de “normas”, concepto que preferimos eliminar para no limitar al extremo las potestades reglamentarias del comisionado, en todo lo que no deba ser materia de ordenanza.


(�) La regulación de las causales concretas corresponde a las Cartas Orgánicas locales o, en su defecto, a la Carta Orgánica de las Municipalidades sancionada por la Legislatura. De otro modo no tendría sentido la disposición actual (cuya redacción seguimos en este aspecto), en cuanto afirma que “la ley” determinará las “causas”, para luego enunciar, el propio texto constitucional, las causales de destitución contempladas: “deficiencias de conducta” e “incapacidad”.


(�) Aportes para la Reforma... T. I, pág. 399.


(�) Op. cit., pág. 56.


(�) El art. 192 de la Constitución de esa provincia establece: “La Municipalidades deben prestar la cooperación requerida por el Gobierno de la Provincia para hacer cumplir la Constitución y las leyes”.


(�) Poco tiempo después de realizados los comicios en los que se impusiera el NO, Morello calificó de “desprolijidad” el sometimiento a plebiscito de una enmienda “ómnibus” (así la llamó) que contemplaba 98 modificaciones representativas de casi la mitad de las normas que estructuraban la Constitución de 1934 (“Posiciones de la nueva Corte I: Legitimación de obrar y cuestión justiciable”, comentario a los fallos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación recaídos en los casos “Gastón Cotti, Alfredo J. y otros” y “González Bergez, Pablo y otros”, ambos de fecha 06.07.1990, en los que se rechazaron impugnaciones contra la Ley 10.859, que había declarado la necesidad de la reforma parcial de la Constitución bonaerense. Pub. en JA, 1990-III-503).


(�) Para comprenderlo vale remitirse a las recordadas palabras de Esteban Echeverría: “El distrito municipal será la escuela donde el pueblo aprenda a conocer sus intereses y sus derechos, donde adquiera costumbres cívicas y sociales, sonde se eduque paulatinamente para el gobierno de sí mismo o la democracia bajo el ojo vigilante de los patriotas ilustrados; en él se derramarán los gérmenes del orden, de la paz, de la libertad, del trabajo común encaminado al bienestar común; se cimentará la educación de la niñez, se difundirá el espíritu de asociación, se desarrollarán los sentimientos de patria y se echarán los únicos indestructibles fundamentos de la organización futura de la República” (cit. por Ekmekdjian, Miguel Angel, Manual de la Constitución argentina, Depalma, Avellaneda, Pcia. de Buenos Aires, 1997, pág. 353, y por Mouchet, Carlos, “Las ideas de Echeverría, Alberdi y de los Constituyentes de 1853 sobre el régimen municipal”, pub. en LL, t. 84-641).


(�) Eduardo Fernando Luna, “Poder Constituyente y Reforma Constitucional”, en Derecho Público Provincial, dirigido por Dardo Pérez Guilhou. Derecho Público Provincial, Depalma, Mendoza, 1990, T. I, pág. 572.





